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Presentación

La reforma constitucional en materia de derechos huma-
nos del 10 de junio de 2011 implicó la modificación de 
once de sus artículos teniendo una enorme repercusión 
en el sistema jurídico mexicano. Ahora existe una con-
cepción más amplia de los mismos. Por ejemplo, los dos 
primeros párrafos del artículo primero incorporaron el 
término derechos humanos, supliendo el de garantías in-
dividuales, que implica mucho más que un cambio de 
palabras; la concepción de que la persona goza de los 
derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución co
mo en los tratados internacionales; la interpretación con­
forme que debe hacerse con esas disposiciones; el princi-
pio pro persona; la obligación de todas las autoridades 
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universa-
lidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 
Por otra parte, se obliga al Estado a prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos huma-
nos cuando ocurran.

La inclusión expresa de las obligaciones que tienen 
las autoridades, en el ámbito de sus atribuciones, como lo 
es la promoción de los derechos humanos y tenerlos 
como eje de su actuación, debe entenderse como un ele-
mento clave para prevenir su violación y es una enco-
mienda directa para los organismos protectores de derechos 
humanos en el país, como lo es esta Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos.

Una reforma de tal envergadura genera la necesidad 
de contar con materiales de estudio para su mejor compren
sión a fin de responder a las nuevas realidades, necesida-
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des y problemáticas que aquejan a la sociedad mexicana 
y que merecen nuestra atención. Su complejidad amerita 
reflexiones en diversas temáticas, desde distintos enfo-
ques y especialidades. Es por ello que resulta indispensa-
ble el permanente estudio y análisis de los derechos hu-
manos.

La presente “Colección de textos sobre derechos hu-
manos” es un espacio de estudios académicos que anali-
za diferentes contenidos relacionados con los derechos 
humanos que pueden contribuir a su conocimiento, de-
biendo la población en general estar atenta y cercana a 
los cambios legislativos, a las medidas administrativas 
que se realizan y al desarrollo jurisprudencial que se va 
produciendo, con la pretensión de generar una constante 
sinergia entre la teoría y la praxis nacional.

Entre los temas abordados hasta el momento desta-
can los estudios teóricos que permiten una introducción 
y mejor comprensión sobre el origen y la evolución histó-
rica de los derechos humanos, así como el debate con-
temporáneo de los mismos. Asimismo, otros son de pri-
mordial estudio para el acercamiento a la protección no 
jurisdiccional de los derechos humanos, los grupos en 
situación de vulnerabilidad y de los pueblos y comunida-
des indígenas. También la colección se integra con artícu-
los que abordan los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales y las modificaciones incorporadas en 2011, 
temáticas que han sido objeto de otras Colecciones de 
esta Comisión Nacional.1 Por otro lado, se pueden iden-
tificar algunos estudios que versan sobre tópicos cuyo de-
bate nacional sigue latente y generándose normatividad 
al respecto, como las reformas en materia penal, la pre-
sunción de inocencia, la prohibición de tortura y de desa
parición forzada de personas y los derechos de las vícti-
mas de los delitos.

  1	 Colección sobre la protección constitucional de los derechos humanos y Colección 
sobre los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA). 
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La presente serie se integra con los siguientes títulos: 
1) Origen, evolución y positivización de los derechos hu­
manos; 2) Aproximaciones teóricas al debate contemporá­
neo de los derechos humanos; 3) La evolución histórica de 
los derechos humanos en México; 4) Los pueblos indíge­
nas de México y sus derechos: una breve mirada; 5) Dere­
cho Internacional Humanitario; 6) Estado de Derecho y 
Principio de Legalidad; 7) La protección no jurisdiccional 
de los derechos humanos en México; 8) Panorama general 
de los DESCA en el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos; 9) La desaparición forzada de personas; 10) La 
prevención de la sanción de la tortura; 11) Los derechos 
humanos de las víctimas de los delitos; 12) Aspectos cultu­
rales de la discriminación a la luz de algunos instrumentos 
internacionales de derechos humanos; 13) Libertad de ex­
presión y acceso a la información; 14) Presunción de ino­
cencia; 15) Algunas resoluciones relevantes del Poder Judi­
cial en materia de derechos humanos; 16) La Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos y la acción de incons­
titucionalidad de ley; 17) Grupos en situación de vulnera­
bilidad; 18) Los estándares internacionales de los derechos 
humanos: un sistema de derechos en acción, y 19) Dere­
chos humanos de los pueblos indígenas: el debate colo­
nial y las Leyes de Indias de 1681. 

Esta Colección, desde la perspectiva de cada uno de 
los autores —a quienes agradecemos que compartan su 
experiencia y visión de los temas— pretende contribuir a 
impulsar la difusión de los derechos humanos entre todas 
las personas, así como a fortalecer su cumplimiento.

Al igual que todas las colecciones de esta Comisión 
Nacional, el lector podrá encontrar, en nuestro sitio web, 
la versión electrónica de estos títulos.

Lic. Luis Raúl González Pérez,
Presidente de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos
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Introducción

Los derechos económicos, sociales, culturales y ambien-
tales (DESCA) han sido caracterizados como una categoría 
de los derechos humanos, diferenciada de diversas for-
mas de los derechos civiles y políticos (DCP). Sin embargo, a 
pesar de que dicha diferencia ha sido comúnmente acep-
tada aun por la doctrina, en la actualidad tiende a ser su-
perada en el contexto de la universalidad, indivisibilidad, 
interdependencia e interrelación de todos los derechos hu-
manos, así como del deber de otorgarles el mismo trata-
miento y peso, conforme a lo establecido en la Conferen-
cia Mundial de Derechos Humanos de 1993.2 

En el presente fascículo se expone un panorama ge-
neral de los derechos económicos, sociales, culturales y 
ambientales en el marco del derecho internacional de los 
derechos humanos actual. En la primera parte se aborda la 
clasificación tradicional de las generaciones de derechos 
humanos, con objeto de presentar la temática de los dere-
chos, en el entendido de que ésta es sólo una herramienta 
didáctica para su comprensión y de que el reconocimiento 
de cada generación no fue tan lineal como la clasificación 
parece indicar, sino que obedeció a procesos graduales. 
Posteriormente, se aborda el reconocimiento internacio-
nal diferenciado de los DCP y los DESCA; este aspecto 
coadyuvó a la creación de la teoría dicotómica respecto 
de unos y otros, e implicó para los últimos supuestas dife-
rencias en varias cuestiones. 

En el segundo capítulo se revisan las características 
de los DESCA que presuntamente los distinguen de los 
DCP, con la intención de enfatizar sus semejanzas y as-

2	 Conferencia Mundial de Derechos Humanos, Declaración y Programa de Acción de 
Viena, adoptada el 25 de junio de 1993, párr. 5, Documento A/CONF.157/23.
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pectos complementarios, más que las distinciones entre 
unos y otros. 

La tercera parte se refiere a la protección de los DESCA 
en el sistema universal de protección de los derechos hu-
manos en el marco de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU), en la que se estudia tanto el contenido 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales (PIDESC), como las funciones y actividades 
del órgano supervisor de su aplicación, el Comité de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC), las ca-
racterísticas del recientemente adoptado Protocolo Facul-
tativo del Pacto y las obligaciones de los Estados en materia 
de DESCA.

El cuarto capítulo aborda la protección de los DESCA 
en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH) 
en el marco de la Organización de Estados Americanos 
(OEA), para lo cual se analiza tanto la Convención America-
na sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa 
Rica), como su Protocolo Adicional en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salva-
dor) y las distintas formas que la protección de los DESCA 
han adquirido a partir de las actuaciones de la Comisión y 
de la Corte Interamericanas. 

La quinta y última parte se refiere a aspectos sobre la 
exigibilidad y justiciabilidad de los DESCA y se presentan 
algunos procedimientos posibles para ello, con lo que se 
pretende demostrar que con voluntad política, un ade-
cuado funcionamiento de las instituciones del Estado y 
un verdadero reconocimiento y comprensión de la natu-
raleza de los derechos, éstos son exigibles y justiciables. 

 

I. Concepto y surgimiento 
de los DESCA

En el presente capítulo se aborda el surgimiento de los DES-
CA en la historia, conforme a la teoría tradicional de las 



Panorama general de los DESCA

15

generaciones de derechos, así como la manera en que fue-
ron reconocidos e incorporados en el derecho internacio-
nal de los derechos humanos, desde la adopción de la De-
claración Universal hasta la del tratado internacional que 
los reconoce y protege de manera específica, el Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les. Asimismo, se hacen algunas precisiones respecto de la 
asimilación de los derechos relacionados con el medio 
ambiente como parte de este grupo de derechos.

1. Las generaciones de derechos humanos

La doctrina ha clasificado los derechos conforme a su eta-
pa de surgimiento en la historia, por medio de las llamadas 
generaciones de derechos humanos. Esta teoría tiene como 
fin explicar el desarrollo histórico del reconocimiento de 
los derechos e identifica varios catálogos de derechos ca-
racterísticos de las diferentes etapas de evolución del Esta-
do, conforme a sus principios rectores en cada periodo. 

Sin embargo, es importante mencionar que no existe 
una clasificación homogénea y universalmente válida en 
cuanto a la aparición de los derechos humanos en el tiem-
po y que la teoría de las generaciones es sólo una herra-
mienta didáctica para comprender su surgimiento, que 
no fue tan instantáneo y lineal como señala la teoría. No 
obstante que la misma incluye en la primera generación 
a los derechos civiles y políticos, en la segunda a los de-
rechos económicos, sociales y culturales, y en la tercera 
a los derechos colectivos o de solidaridad, algunos estu-
diosos del Derecho consideran la existencia de cuatro 
generaciones principales, ubicando a los DESCA como in-
tegrantes de una tercera generación,3 al dividir los dere-
chos civiles y políticos en dos generaciones distintas. 

3	 Para profundizar sobre dicha clasificación véase Remedio Sánchez Ferriz, “Ge-
neraciones de derechos y evolución del Estado (La evolución histórico-ideológica 
de las declaraciones de derechos: algún apunte discrepante sobre la teoría de las 
diversas generaciones de derechos)”, en Yolanda Gómez Sánchez, Pasado, presente 
y futuro de los derechos humanos, pp. 216-218.
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Si nos basamos en la clasificación tradicional de las 
generaciones de derechos, la primera corresponde a la de 
los civiles y políticos, que los caracteriza como derechos 
individuales o de libertad, que teóricamente surgieron en 
el siglo XVIII, en el Estado Liberal de Derecho, con el fin 
de limitar el poder estatal frente a los individuos y de per-
mitir que las relaciones sociales y económicas entre las 
personas fluyeran libremente; es decir, para limitar la in-
jerencia del Estado en la vida de la gente. Cabe recordar 
que las primeras declaraciones de derechos surgieron 
como respuesta a los abusos cometidos contra las perso-
nas en los Estados absolutos, por lo que el reconocimien-
to de sus derechos en la vida civil y política permitió su 
desarrollo en dichos ámbitos sin cortapisas, interviniendo 
lo menos posible.

Con los derechos civiles (por ejemplo, la igualdad de 
todos ante la ley, el derecho a la integridad personal, al 
debido proceso, a la personalidad jurídica, incluidas las 
libertades de expresión, asociación y religión, etcétera) y 
los derechos políticos (como el derecho a elegir y a ser 
elegido como representante popular por medio del voto)4 

se pretendió alcanzar ideales de libertad e igualdad.
Sin embargo, las desigualdades económicas y sociales 

que prevalecían impidieron que todas las personas pudie-
ran beneficiarse de esos ideales. El desarrollo de la indus-
tria y el capitalismo originó que un sector muy importan-
te de la sociedad (la clase trabajadora) quedara en situación 
de riesgo, ante la posibilidad de sufrir enfermedades y ac-
cidentes laborales frente a la escasa responsabilidad civil de 
los patrones al respecto y porque los propios trabajadores 
tenían que asumir los costos de los daños ocasionados, lo 
que influyó negativamente en las condiciones de vida de 
familias enteras. Por otra parte, se encontraban restringidos 

4	 Derechos que en un principio se encontraban restringidos y reconocidos única-
mente a ciertas personas; por ejemplo, ciudadanos varones con propiedades, en el 
entendido de que sólo algunos hombres poseían la calidad de ciudadanos. 
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para asociarse con el fin de buscar alternativas laborales 
más favorables, a causa de la represión que ejercía el sector 
patronal, por los bajos salarios y, en general, debido a con-
diciones de trabajo duras e injustas, además de la inequita-
tiva distribución de la riqueza, la ausencia del derecho al 
sufragio universal y la falta de igualdad de oportunidades 
para satisfacer las necesidades básicas. En términos genera-
les, se consideró que las bondades de la igualdad ante la 
ley habían sido insuficientes para garantizar que todas las 
personas pudieran ejercer sus derechos civiles y políticos 
debido a las condiciones de desigualdad prevalecientes, 
pues quien carecía de los recursos necesarios para comer, 
gozar de buena salud o de un trabajo bien remunerado, 
difícilmente podía ejercerlos. 

Así, la segunda generación de derechos humanos 
surgió a finales del siglo XIX, época en la que se gestó una 
transformación del Estado Liberal que dio lugar al llamado 
Estado Benefactor, constituido por derechos con mayor 
contenido económico y social, encaminados a satisfacer 
ciertas necesidades materiales de las personas como me-
dida para subsanar las desigualdades. Este modelo de Es-
tado fue caracterizado por su intervención en los ámbitos 
económico y social, con el propósito de crear condicio-
nes y relaciones que permitieran la generación y distribu-
ción de riqueza para alcanzar ciertos estándares materia-
les y económicos considerados básicos. 

Por medio del reconocimiento de estos derechos, el 
Estado adquirió la obligación de garantizar a las personas 
el acceso a la satisfacción de un conjunto de necesida-
des de vida básicas y condiciones económicas y sociales 
equitativas, con objeto de asegurar el acceso igualitario a 
los derechos de la primera generación, a modo de consti-
tuir un contrapeso que compensara las desigualdades. 
Por ello se les ha caracterizado como derechos de igual-
dad y, más específicamente, como derechos de igualdad 
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material,5 al aspirar a un equilibrio en el acceso a la satis-
facción de necesidades básicas para subsistir y en el ejer-
cicio de todos los derechos civiles y políticos, mediante 
la protección del bienestar económico y social. 

Los derechos sociales implicaron la obligación del 
Estado de garantizar a los trabajadores una serie de satis-
factores mínimos para la vida y condiciones más justas de 
trabajo; por ejemplo, la regulación de la jornada laboral, 
el establecimiento de salarios mínimos, condiciones de 
seguridad e higiene y sistemas de seguridad social, ade-
más de servicios generales de educación y salud, entre 
otros. Estos derechos se han concebido como parte del 
contenido de justicia de las sociedades democráticas mo-
dernas, destinados a coadyuvar a que todas las personas 
puedan alcanzar el máximo nivel de vida digna posible.6 

Como es sabido, el fundamento de los derechos humanos 
es la dignidad de las personas; por tanto, carecer de acce-
so a la satisfacción de las necesidades básicas para la 
subsistencia imposibilita la vida digna.

Una tercera generación de derechos humanos, la de 
los llamados derechos colectivos o de solidaridad, co-
menzó a gestarse en la segunda mitad del siglo XX, a par-
tir de diversas y novedosas demandas sociales. Estos de-
rechos se caracterizaron por la necesidad de obtener la 
cooperación entre grupos y naciones con el fin de enfren-
tar problemas globales. La mayoría de los autores que los 
explican no dan cuenta de la transformación específica 
del Estado que motivó su surgimiento, que se contextua-
liza en el marco de los múltiples movimientos sociales 
que por diversas causas y crisis se suscitaron durante las 
décadas de 1960 y 1970.7 

5	 Antonio Enrique Pérez Luño, “Dimensiones de la igualdad material”, Anuario de 
Derechos Humanos, núm. 3, p. 273.

6	 Gregorio Peces-Barba, “Los derechos económicos sociales y culturales: su génesis 
y su concepto”, Revista Derechos y Libertades, p. 29.

7	 Véase María Eugenia Rodríguez Palop, La nueva generación de derechos humanos. Ori-
gen y justificación, pp. 84 y ss. 
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Hay cierto consenso respecto de los problemas glo-
bales de esa época, como la violencia generada por las 
guerras y el daño provocado al medio ambiente, entre 
otros, que impulsaron el surgimiento de distintos movi-
mientos internacionales, como el pacifismo, el ecologis-
mo, el feminismo, además de movimientos urbanos, de li-
beración sexual, por los derechos civiles, en defensa de 
los consumidores, de objeción de conciencia y en defensa 
de las minorías étnicas o lingüísticas, entre otros.

Por lo general, estos derechos fueron reivindicados 
por grupos no organizados; entre ellos se suelen conside-
rar los derechos a la paz, al desarrollo, a un medio am-
biente sano y ecológicamente equilibrado, a la autodeter-
minación de los pueblos y a beneficiarse del patrimonio 
común de la humanidad.8 En ese sentido, el derecho a la 
paz se vincula directamente con el movimiento pacifista, 
mientras que el derecho al medio ambiente guarda corre-
lación directa con dicho movimiento y con la utilización 
indiscriminada de recursos naturales, característica del 
capitalismo. El carácter de los derechos al patrimonio co-
mún de la humanidad, al desarrollo y a la autodetermina-
ción de los pueblos evidencia la demanda de los países 
en desarrollo de ser tenidos en cuenta en el plano inter-
nacional, y de los que recién habían adquirido su inde-
pendencia (antes colonias), a establecer libremente su 
condición política y la disposición sobre sus recursos y 
riquezas. 

Algunos autores incluyen en esta generación distintos 
derechos;9 pero es necesario tener en cuenta que, de esta 
categoría de derechos, apenas han sido incluidos en las 
leyes y tratados internacionales los relativos a un medio 

8	 Aunque en la doctrina no hay consenso respecto de los derechos que integran esta 
generación, los que señalamos son los que más nombran los autores que aceptan 
esta clasificación. Véase Héctor Fix Zamudio y Salvador Valencia Carmona, De-
recho constitucional mexicano y comparado, p. 434.

9	 Como el derecho a la descolonización, derechos relacionados con la cooperación 
y la justicia internacional o el uso de los avances de la ciencia y la tecnología, así 
como con la solución de problemas alimenticios y demográficos, entre otros. 
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ambiente sano y ecológicamente equilibrado y al desarro-
llo, por lo que todavía es difícil sostener la calidad del res-
to como verdaderos derechos. En este orden de ideas, el 
derecho al medio ambiente está comprendido en el blo-
que de los derechos económicos, sociales y culturales, de 
ahí que sean llamados DESCA. 

Si bien en el desarrollo histórico de los derechos hu-
manos, el correspondiente al medio ambiente puede es-
timarse como un derecho de tercera generación, en la 
práctica actual es considerado parte de los derechos llama-
dos de segunda generación, en virtud de que el surgi-
miento del derecho internacional de los derechos huma-
nos mediante la consagración de la Declaración Universal 
y los demás tratados internacionales ocurrió hasta la se-
gunda mitad del siglo XX, etapa en la que, por su impor-
tancia y desarrollo, el derecho al medio ambiente fue au-
nado a este grupo de derechos. 

En el escenario teórico de las generaciones han sur-
gido distintas reivindicaciones respecto de distintos dere-
chos humanos como integrantes de una cuarta o, incluso, 
una quinta generación; sin embargo, se trata de grupos de 
derechos aún no definidos, cuya formulación se encuen-
tra en ciernes;10 entre ellos se habla de los nuevos derechos 
de la sociedad a la información o los derechos de las 
nuevas generaciones.

En cuanto a los DESCA, es preciso mencionar que, 
pese a su carácter aparentemente novedoso y distinto, en su 
etapa de surgimiento, en relación con los derechos civiles y 
políticos, se ha establecido que éste no es tal, ya que inclu-
so la Declaración francesa tuvo cierto contenido social11 y 
que a lo largo de la historia de la humanidad ha habido 
mecanismos encaminados a subsanar las condiciones de  
 

10	 H. Fix Zamudio y S. Valencia Carmona, op. cit., nota 7, p. 434. 
11	 Joaquín A. Mejía R., “Cinco mitos sobre los DESC”, Revista CEJIL. Debates sobre 

los Derechos Humanos y el Sistema Interamericano, pp. 203-237. 
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pobreza;12 es el caso de ayudas que, aun motivadas por la 
caridad, con el tiempo fueron convirtiéndose en beneficios 
específicos regulados en las leyes y, por tanto, convertidas 
en derechos. De este modo, si bien el impulso a los dere-
chos sociales a partir del deterioro de las condiciones de 
vida de las clases trabajadoras, constituyó una novedad en 
la constitución de Estados y sociedades, no implicó aspec-
tos completamente desconocidos, sino la generalización e 
institución de ayudas y derechos antes dispersos y desorga-
nizados. 

De finales del siglo XIX a mediados del XX hubo un 
boom que institucionalizó los derechos sociales; sin em-
bargo, su reconocimiento no ha sido sencillo, pues diver-
sas consideraciones en torno a ellos generó que fueran 
concebidos de manera distinta e inferior a los derechos 
civiles y políticos, lo que a su vez ocasionó que su desa-
rrollo fuera más lento y problemático, como se verá en el 
siguiente apartado.

2. El reconocimiento internacional de los DESCA

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
adoptada en 1948, comprende derechos civiles y políticos, 
así como derechos de carácter económico, social y cultu-
ral. No obstante, es necesario tener en cuenta que en el 
derecho internacional las declaraciones de derechos no 
son instrumentos vinculantes, es decir, no son documentos 
obligatorios para los Estados, ya que éstos sólo participan 
en su elaboración, sin que medie acto formal que los com-
prometa a cumplirlas. En virtud de ello, y para asegurar su 
cumplimiento, se planteó la elaboración de una conven-
ción, es decir, un documento de carácter obligatorio, en el 
que se recogieran tanto los derechos civiles y políticos, 

12	 Gerardo Pisarello, Los derechos sociales y sus garantías. Elementos para una reconstrucción, 
p. 20. Como uno de los ejemplos citados, el autor menciona las ayudas que garan-
tizaban el acceso a los baños públicos en la antigua Atenas, entre otras suscitadas 
a lo largo de los tiempos. 
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como los económicos, sociales y culturales13 proclamados 
en la Declaración.14

En un principio se pensó en un documento que in-
cluyera tanto los DCP emanados de la Declaración, como 
los DESC. Pero, por razones políticas, como que estos úl-
timos implicaban obligaciones estatales distintas para su 
cumplimiento, que la mayoría de los Estados preferirían 
adoptar dos documentos diferentes por razones prácticas 
y debido a que su adopción se dio en el periodo de la 
Guerra Fría, cuando los países del bloque socialista pro-
movían el reconocimiento de los DESC, mientras que los 
Estados occidentales más desarrollados demostraban su 
preferencia por el reconocimiento de los DCP, se decidió 
la elaboración de dos documentos para la consagración 
de unos y otros derechos:15 el Pacto Internacional de De-
rechos Civiles y Políticos (PIDCP) y el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC).16

La consecuencia de haber elaborado dos instrumen-
tos para la protección de cada categoría de derechos no 

13	 En algunas referencias de este apartado no se agrega el término “ambientales” 
a los derechos económicos, sociales y culturales, en virtud de que la Declaración 
no incluyó el derecho al medio ambiente; la referencia a este derecho aparece de 
forma sutil en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, aunque no sea mediante el reconocimiento de un derecho en lo individual 
ni se incluya la referencia a los derechos ambientales en el título del Pacto. No 
obstante, el Comité de Derechos Humanos encargado de la aplicación del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos ha admitido algunos casos sobre 
derechos ambientales en relación con otros derechos y, como se verá más adelante, 
el derecho al medio ambiente forma parte de la protección a estos derechos en el 
Sistema Interamericano. 

14	 Actualmente, la Declaración Universal es considerada un documento obligatorio 
de gran significación jurídica, en virtud de la aceptación unánime de los Estados, 
y es considerada la norma internacional que permite evaluar el comportamiento 
de los Estados como eje fundamental del derecho internacional del siglo XX, 
aunque no podía ser considerada de esa forma al momento de su adopción. 

15	 Para una explicación detallada al respecto, véase Magdalena Sepúlveda, “La jus-
ticiabilidad de los derechos económicos, sociales y culturales frente a la supuesta 
dicotomía entre las obligaciones impuestas por los Pactos de Naciones Unidas”, 
en Santiago Corcuera y Octavio Cantón, coords., Derechos económicos, sociales y cul-
turales. Ensayos y materiales, pp. 112-116.

16	 Adoptados por la Asamblea General de la ONU, mediante su resolución 2200 A 
(XXI), de 16 de diciembre de 1966. El PIDESC entró en vigor el 3 de enero de 
1976 y el PIDCP el 23 de marzo del mismo año. 
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supuso una simple división de los derechos en textos in-
dependientes, sino diferencias en el carácter de las obli-
gaciones de los Estados en relación con unos y otros, y en 
los mecanismos de vigilancia de los Pactos, lo que generó 
posiciones resistentes a cumplir con los DESC, e incluso 
a aceptarlos como verdaderos derechos —como se verá 
más adelante—, ya que desde el momento de su adop-
ción algunos Estados se mostraron reacios a reconocerlos 
como tales. 

El preámbulo de ambos Pactos es idéntico: plantea la 
convicción de que los derechos humanos se desprenden 
de la dignidad de las personas y de que el ideal del ser 
humano libre y liberado del temor y de la miseria no pue-
de realizarse sin la generación de condiciones que le per-
mitan gozar tanto de los DCP, como de los DESCA. 

No obstante, de acuerdo con los textos respectivos, 
los Estados se comprometen a cumplir con los DCP, me-
diante la adopción de leyes y medidas necesarias para 
hacerlos efectivos, y a garantizar la existencia de un recur-
so en caso de su violación; en cambio, respecto de los 
DESCA se establece un compromiso de los Estados, suje-
to a la disponibilidad de recursos que posean, para lograr 
su plena efectividad de manera progresiva.17 

Esto ha ocasionado que la exigencia internacional de 
cumplimiento de los DCP sea directa e inmediata, mien-
tras que la de los DESCA se considere progresiva y condi-
cionada por los recursos disponibles del Estado. Esto obe-
dece, en parte, a que al momento de adoptar los Pactos se 
dio prioridad a la creación de mecanismos que garantiza-
ran los derechos civiles y políticos, como el registro civil, los 
tribunales, las instituciones de seguridad pública, etcétera. 
Por otra parte, muchos Estados recién habían adquirido su 
independencia de la dominación colonial y no contaban 
con suficientes recursos como para cumplir con las obli-

17	 Las disposiciones señaladas pueden encontrarse en el artículo 2o. de los Pactos 
correspondientes. 
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gaciones necesarias para constituir las instituciones que 
garantizaran ambos grupos de derechos. 

Esta diferencia en la forma requerida para cumplir con 
unos y otros derechos ocasionó que los DESC fueran con-
siderados inferiores, al no establecerse un método de cum-
plimiento inmediato, aunque esto obedeció a un plantea-
miento no sólo real, sino también responsable sobre las 
obligaciones de los Estados, y no a una consideración 
peyorativa de los derechos. 

Otra de las diferencias establecidas en los Pactos 
tiene que ver con los sistemas de supervisión del cum-
plimiento de las obligaciones de los Estados. El PIDCP 
comprende la creación de un órgano específico, el Comi-
té de Derechos Humanos, para conocer de los informes 
que los Estados rindan sobre las acciones realizadas para 
darle cumplimiento, así como de las quejas de un Estado 
Parte respecto del incumplimiento de otro Estado sobre di-
chas obligaciones.18 En cambio, el PIDESC, además de in-
cluir sólo un mecanismo de supervisión: el sistema de infor-
mes establecido en sus artículos 16 y 17, no contempló la 
creación de una figura específica encargada de vigilar su 
aplicación, sino que ésta fue encomendada al Consejo 
Económico y Social (Ecosoc),19 así que el sistema de pro-
tección incluido fue más limitado que el del PIDCP.

Por otra parte, a la par de los Pactos, se adoptó el 
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, un instrumento vinculante me-
diante el que los Estados firmantes reconocen la compe-

18	 Este procedimiento sólo opera cuando existe por parte de los Estados en cuestión 
un consentimiento previo para que el Comité conozca tanto de los planteamien-
tos interpuestos en su contra como de los que él mismo interponga contra otros 
Estados, conforme a lo establecido en los artículos 41 y 42 del PIDCP.

19	 Órgano de la ONU creado por la Carta de las Naciones Unidas destinado a fo-
mentar la cooperación internacional en los ámbitos económico y social. Muchos 
años más tarde, por medio de la resolución 1985/17 del propio Ecosoc, se creó el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, con el fin de contar con 
un órgano de expertos independientes dedicado en exclusiva a supervisar la apli-
cación y el cumplimiento del PIDESC y los asuntos derivados del mencionado 
cumplimiento. 
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tencia que tiene el Comité de Derechos Humanos para 
conocer de las quejas o comunicaciones interpuestas por 
las personas que dentro del territorio de los Estados firman-
tes aleguen la violación de alguno de los derechos civiles 
y políticos.20 Con ello se acentuó la diferencia entre los 
sistemas de vigilancia y supervisión, y el alcance de la 
protección para una y otra categoría de derechos, ya que 
el PIDESC no contó con un sistema que permitiera a las 
personas interponer quejas individuales ante el órgano 
supervisor del Pacto. No fue sino hasta 2008 —42 años 
después— que se adoptó un protocolo facultativo para 
investigar sobre violaciones de los DESC comprendidos 
en el Pacto; dicho aspecto será abordado en el tercer ca-
pítulo del presente fascículo. 

En resumen, se puede anotar que el PIDESC tuvo 
desde su inicio una caracterización distinta, en lo que se 
refiere a las obligaciones de los Estados para dar cumpli-
miento a los derechos contemplados en su texto, respecto 
de la establecida para los DCP, lo que contribuyó a colo-
car a los DESC en una situación de desventaja en térmi-
nos de consideración, cumplimiento y justiciabilidad, 
atribuyéndoseles características que tendieron a descali-
ficar su jerarquía como verdaderos derechos humanos, 
aspecto que no es necesariamente cierto, como se verá a 
continuación. 

II. Caracterización de los DESCA

En virtud de los fines de los DESCA, planteados al princi-
pio del capítulo anterior, éstos fueron etiquetados por al-
gunos sectores de la doctrina y por diversos Estados como 
derechos de segunda categoría, incluso negándoseles el 

20	 Para poder interponer una queja o comunicación, el Protocolo establece ciertos 
requisitos, como haber agotado los recursos disponibles en el Estado de que se 
trate. 
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carácter de verdaderos derechos humanos, al considerar-
se que no eran realmente exigibles o justiciables. 

En el presente capítulo se abordan dichas caracterís-
ticas y los argumentos que demuestran su inexactitud. Es 
común que los motivos utilizados para descalificar el ca-
rácter de verdaderos derechos humanos de los DESCA 
muestren un aspecto de los mismos completamente dis-
tinto e incluso contrario al de los DCP, por lo que tam-
bién se explicarán sus aspectos similares, con la finalidad 
de mostrar que unos y otros no son tan diferentes y sí, en 
cambio, complementarios. 

1. Negación de su carácter como verdaderos 
derechos humanos

Se ha llegado a estimar que los DESCA no son verdaderos 
derechos, sino simples normas, principios o directrices 
programáticas; es decir, postulados generales sobre los 
programas que los Estados planean desarrollar en un ám-
bito específico de las políticas públicas para dar cumpli-
miento a ciertos derechos. Ello obedece a que, en ocasio-
nes, los Estados tienden a enunciar algún tipo de política 
encaminada a la satisfacción de determinadas metas, sin 
reconocer explícitamente algún derecho específico, por 
ejemplo cuando establecen que “el Estado perseguirá como 
uno de sus fines, que todos sus nacionales gocen de aten-
ción y servicios de salud”, en donde no se precisa el reco-
nocimiento del derecho a la salud. 

Sin embargo, ello no implica que los DESCA no sean 
verdaderos derechos, y, en todo caso, de acuerdo con la 
frase antes citada, la norma constitucional ordena la reali-
zación de actividades que conlleven a la realización de un 
fin determinado; además, con independencia de que la 
Constitución contemple ciertos derechos, si los Estados 
han firmado tratados internacionales al respecto, están obli-
gados a respetar y garantizar el derecho a la salud y los de-
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más DESCA. Abramovich y Courtis han mencionado que, 
en ocasiones, con el propósito de debilitar el valor jurídico 
de los DESC, se les etiqueta como normas programáticas, 
argumentando que por ello son derechos incompletos, 
por lo que debe prestarse atención a las normas jurídicas 
y a partir de ellas elaborar conclusiones. 

A veces, a pesar de que los Estados reconocen dere-
chos, no crean las garantías necesarias para darles cum-
plimiento, y con base en la inexistencia de las garantías 
adecuadas se establece la imposibilidad de cumplirlos o 
se niega su carácter fundamental; sin embargo, la falta de 
garantías obedece a una omisión estatal y no a la inexis-
tencia del derecho. En palabras de Pisarello, en ese caso 
no es el derecho el que está degradado, sino que la auto-
ridad incurre en una falta.21 

A la inexistencia de leyes reglamentarias que desa-
rrollen su contenido se atribuye la falta de garantías. En 
estos casos se ha establecido que, si bien el grado de re-
glamentación de cualquier derecho puede facilitar u obs-
taculizar su exigibilidad, también se puede recurrir a su 
contenido constitucional mínimo,22 que además suele ser 
un parámetro muy conocido y aceptado en el ámbito in-
ternacional; en efecto, no es imposible determinar lo que 
el contenido mínimo o básico de un derecho, como el de 
la protección de la salud, debería implicar en un contexto 
determinado.

En el campo de la justicia se les ha caracterizado 
como derechos no justiciables, con el argumento de que 
los jueces carecen de facultades para disponer de los re-
cursos económicos del Estado con el fin de cumplir con 
los derechos. Sin embargo, la justiciabilidad no se limita 
a las acciones de los jueces dirigidas a reconocer los de-
rechos, sino a acciones como la emisión de medidas pre-
ventivas o cautelares para evitar la vulneración de un dere-
cho, la condena de un órgano que lo violó o la prohibición 

21	 G. Pisarello, op. cit., nota 11, p. 81.
22	 Ibid., p. 84.
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de ejecutar una conducta que lo vulnere, según establece 
Pisarello. 

2. Derechos que suponen obligaciones positivas 
(de dar o hacer)

De acuerdo con lo que se mencionó en el primer capítu-
lo, mientras los DCP fueron caracterizados como dere-
chos a los que se daba cumplimiento a través de la no 
intervención del Estado en la vida de las personas y, por 
tanto, mediante obligaciones negativas o de no hacer, los 
DESCA se catalogaron como derechos en los que la obli-
gación del Estado, cuando interviene en la vida de las 
personas para promover la igualdad de oportunidades, 
consiste en la obligación positiva de dar un servicio, una 
prestación, o de hacer algo para que las personas puedan 
gozar del derecho. 

Como consecuencia, y en virtud de que el ejercicio 
de los DESC es mucho más visible en función de los gran-
des aparatos estatales que otorgan servicios de salud, im-
parten educación o velan por el acceso a la vivienda, se 
han singularizado también como derechos de prestación 
o derechos caros. De prestación, porque se considera que 
para darles cumplimiento el Estado debe otorgar la pres-
tación de diversos bienes y servicios a las personas, como 
sucede con la seguridad social o el derecho a la salud, en 
cuyo caso la prestación consiste en la creación de condi-
ciones institucionales para poder dar un servicio y brin-
darlo de manera efectiva; es el caso del funcionamiento 
de un aparato adecuado de hospitales, para lo cual se 
estima que las autoridades del Estado deben erogar canti-
dades considerables de dinero, por lo que se les caracte-
riza también como derechos caros. 

No obstante, la creación de las instituciones que 
otorguen dichos servicios no se diferencia demasiado de 
los servicios con los que en muchas ocasiones se da cum-
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plimiento a los DCP. En términos económicos, los costos 
generados para la creación de organismos que garanticen 
su ejercicio son también sumamente onerosos, pues se 
deben instaurar instituciones que los promuevan y facili-
ten; piénsese, por ejemplo, en el gasto para asegurar el 
derecho de las personas tanto a votar, como a ocupar car-
gos de elección popular. Para la realización de estos de-
rechos no basta con que el Estado se abstenga de interve-
nir en la libertad de los ciudadanos para votar, implica 
poner en marcha la maquinaria de un organismo como el 
Instituto Federal Electoral (IFE), encargado de organizar 
las elecciones, disponer de casetas electorales en todo el 
territorio, emitir boletas electorales, estructurar el sistema 
de conteo de votos, así como elaborar el padrón electoral 
y expedir las credenciales para votar.

Mientras la creación de los medios que favorecen el 
cumplimiento y la realización de los DCP se concibe como 
costos asumidos dentro de las funciones del Estado, los 
mecanismos para cubrir el cumplimiento de los DESCA 
son considerados gastos extra y, en ocasiones, ajenos al 
Estado. 

No todos los DESC implican prestaciones u obliga-
ciones estatales positivas o de hacer en las que se tengan 
que erogar elevadas sumas, como por ejemplo el derecho 
de huelga o la libertad sindical, en los que las acciones u 
obligaciones del Estado necesarias para garantizarlos re-
quieren del reconocimiento de facultades de organiza-
ción o negociación colectiva a los grupos de trabajado-
res. La realización de cualquier derecho humano entraña 
obligaciones estatales, tanto positivas como negativas. 
Carbonell establece que los derechos pueden ser vistos 
desde un punto de vista que indica que todos tienen un 
costo y ameritan una estructura estatal, por lo que no hay 
derechos gratuitos y caros.23 

23	  Miguel Carbonell, “Breves reflexiones sobre los derechos sociales”, en Juan Car-
los Gutiérrez, coord., Derechos económicos, sociales y culturales, p. 49. 
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Al igual que en el caso de los DCP, el Estado tiene la 
obligación de abstenerse de obstruir el ejercicio de los 
derechos; por ejemplo, tratándose del derecho a la salud, 
debe renunciar a afectarla y debe proteger a las personas 
ante acciones propias o de terceros que impliquen daños 
a la salud, como puede ser la emisión de agentes conta-
minantes.

3. Derechos progresivos

Como resultado de la disposición del PIDESC que esta-
blece el deber de los Estados de tomar medidas hasta el 
máximo de sus recursos disponibles para lograr progresi-
vamente la plena efectividad de los DESCA, y de que el 
PIDCP no especifica plazo alguno para cumplir con los 
DCP, se ha considerado que éstos son derechos de cum-
plimiento inmediato y los DESCA de cumplimiento pro-
gresivo, por lo que su incumplimiento no es trascendente, 
ya que deben de realizarse poco a poco. 

Lo anterior se refiere también a la caracterización 
asumida que identifica a los DCP con obligaciones esta-
tales de no intervenir. Por esta razón es que se ha creído 
que con la simple no intervención del Estado se les puede 
dar cumplimiento de manera inmediata. Esto no es así, ya 
que todos los derechos requieren de diversos tipos de 
obligaciones y de tiempo suficiente para alcanzar su ple-
na realización. 

La característica de la progresividad en el cumplimien-
to de los DESCA, emanada del PIDESC, a menudo es inter-
pretada de manera equivocada al suponerse que solamente 
cuando los Estados alcancen un nivel de desarrollo econó-
mico aceptable, deberán de hacer efectivos los derechos. 
Pero lo que la progresividad realmente implica es que se 
avance de manera inmediata en la satisfacción de estos 
derechos, hasta el máximo grado que los recursos de que 
el Estado dispone lo permitan, y posteriormente se conti-
núe avanzando de manera continuada, sin aplazar el avan-
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ce de manera indefinida. Los DESCA son derechos progre-
sivos, pero debe comprenderse la progresividad en su justo 
contexto. 

4. Derechos vagos

Se ha dicho que mientras los derechos civiles y políticos 
son derechos concretos, los DESCA tienen un contenido 
vago o impreciso que dificulta su cumplimiento. Esto se 
ha asumido en el entendido de que en el reconocimiento 
de los derechos no se especifican las acciones necesarias 
para lograr su cumplimiento o que muchos de ellos care-
cen de una norma reglamentaria que desarrolle su conte-
nido. Si bien es ideal contar con un texto legal que expli-
que con detalle las acciones estatales necesarias para 
darles cumplimiento, carecer del mismo no implica que 
sean derechos vagos, pues, como se ha dicho, existen pa-
rámetros sobre el contenido mínimo de los derechos.

Hay DESCA suficientemente precisos, como los que 
establecen las condiciones elementales de justicia y equi-
dad en el trabajo, o el derecho de los padres a elegir el 
tipo de educación para sus hijos. 

Que un derecho no cuente con un desarrollo norma-
tivo adecuado, es decir, que no se encuentre detallado y 
que sea preciso delimitar sus fronteras o determinar as-
pectos específicos de su contenido, no implica que no 
pueda realizase efectivamente, pues su posible vaguedad 
no es sinónimo de inefectividad. Al respecto, se ha consi-
derado que todo derecho humano tiene zonas de penum-
bra y de certeza. Los tratados internacionales que recono-
cen los DESCA ahondan sobre su contenido y sobre 
algunas de las obligaciones o políticas de los Estados para 
hacerlos efectivos; además, órganos internacionales, como 
el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
—como se verá más adelante—, han realizado un trabajo 
importante en el desarrollo del contenido de los dere-
chos. 
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 5. Derechos de igualdad

Debido a que los DESCA se fundamentan en la existencia 
de desigualdades en la satisfacción de las necesidades 
básicas para la subsistencia de las personas, mismas que 
se pretende subsanar para que todas gocen de una igual-
dad de oportunidades en el desarrollo, se les ha caracte-
rizado exclusivamente como derechos de igualdad, en 
contraposición con los DCP, considerados como dere-
chos de libertad. 

Aunque hasta cierto punto es cierto que unos persi-
guen mayores libertades y otros buscan condiciones más 
igualitarias, esto no implica que se contrapongan, que los 
DCP no posean un contenido igualitario o los DESC uno 
libertario. En principio, todo derecho humano constituye 
una búsqueda de igualdad en la satisfacción de las nece-
sidades básicas, entendidas no sólo como medios mate-
riales para la subsistencia, sino como aspectos necesarios 
de la vida en sociedad, es decir, la dignidad, la libertad, 
la seguridad24 y el ejercicio de las preferencias de vida. 

Los DESCA persiguen aspectos de equidad, pero los 
DCP no podrían ejercerse si las personas no gozaran de 
mejores condiciones de vida. En ese sentido, los DESCA 
tienen también un papel en el perfeccionamiento del 
ejercicio de las libertades, y sin derechos sociales de ca-
rácter básico, los civiles correrían el riesgo de vaciarse de 
contenido.25 Por otra parte, las diferencias contundentes 
entre libertad e igualdad, que datan de la época de la 
Guerra Fría, han dejado de ser válidas una vez aceptadas 
las características de indivisibilidad e interdependencia 
de todos los derechos humanos,26 por lo que dicha con-
traposición no debería seguirse justificando.

24	 G. Pisarello, op. cit., nota 11, p. 38. 
25	 Ibid., p. 40.
26	 Mary Robinson, “Advancing Economic, Social and Cultural Rights, the Way 

Forward”, Human Rights Quarterly, p. 866.
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En virtud de los motivos expuestos, las característi-
cas de libertad e igualdad deben entenderse como aspec-
tos complementarios, pues si las disposiciones de los 
DESCA buscan la igualdad de oportunidades y la satisfac-
ción de las necesidades básicas para la subsistencia, ge-
neran, a su vez, condiciones de igualdad en el ejercicio de 
los DCP, pues una persona que carezca del derecho a la 
atención de los servicios de salud y no cuente con recur-
sos suficientes para acceder a dicha atención, no gozaría 
de una vida digna, principio básico y general de los dere-
chos humanos, y difícilmente podría desarrollar su perso-
nalidad o sus libertades civiles. 

Así como los DESCA contribuyen al goce de los DCP, 
éstos poseen un importante contenido igualitario al pro-
clamar la igualdad ante la ley, precepto que sienta las 
bases para que todas las personas, sin importar sus carac-
terísticas físicas o personales (sexo, origen, nacionalidad, 
condición social o económica, religión o ideología, etcé-
tera), gocen del mismo trato, es decir, que no sean discri-
minadas, por lo que no hay una verdadera contraposición 
entre los planteamientos de libertad e igualdad, caracte-
rísticos de los distintos derechos, sino una importante 
complementariedad. 

6. Derechos colectivos

Mientras a los DCP se les considera derechos del indivi-
duo y, por tanto, de ejercicio individual, a los DESCA se 
les caracteriza como derechos de ejercicio colectivo, por-
que se identifican con derechos pertenecientes a diferen-
tes grupos y porque algunos de ellos tienden a proteger a 
determinados sectores de la población e incluso a gre-
mios: las clases trabajadoras o las familias. De acuerdo con 
esa consideración, se piensa que las personas gozan de los 
beneficios de los DESCA en la medida de su pertenencia 
a un contexto o grupo determinado.
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No obstante, dicha caracterización es exagerada e 
inexacta, debido a que la vulneración de los DCP y de los 
DESCA puede causar afectaciones individuales y colecti-
vas. Es así que al limitarse la libertad de expresión (dere-
cho civil) o incumplirse las condiciones de trabajo de un 
sindicato de trabajadores (derecho social) se causan afec-
taciones a las personas en términos individuales y colec-
tivos. La limitación a la libertad de expresión puede dañar 
a asociaciones de periodistas y el incumplimiento de las 
condiciones laborales es susceptible de afectar a los tra-
bajadores en el aspecto individual. Ambas categorías de 
derechos poseen dimensiones individuales y colectivas,27 
además de que muchos derechos pueden ser ejercidos 
individual y colectivamente por medio de sindicatos, aso-
ciaciones de consumidores28 o comunidades indígenas. 

Además, se ha establecido que si bien los DESCA se 
identifican con grupos de personas (niños, mujeres, perso-
nas de edad avanzada, etcétera,) esto se debe a que su 
configuración se generó en el ámbito laboral para proteger 
y mejorar las condiciones de los trabajadores. Por tanto, el 
reconocimiento de derechos de otros grupos se deriva de 
su parentesco con los trabajadores,29 pues en virtud de la 
seguridad social se concibieron derechos en favor de los 
miembros de sus familias: hijos e hijas, esposas(os) y pa-
dres. 

Por último, los bienes y necesidades protegidos por 
los DESCA, aun cuando parecen identificarse con las nece-
sidades de grupos o sectores específicos de la sociedad, 
comprenden intereses o suponen circunstancias en las que 
puede encontrarse cualquier persona en lo individual. 

27	 Véase G. Pisarello, op. cit., nota 11, pp. 72-75.
28	 Esto será posible en fechas próximas en México, ya que a propósito de la reforma 

al artículo 17 constitucional —que prevé las acciones colectivas—, el 29 de abril 
de 2011 se aprobó en la Cámara de Diputados la Ley de Acciones Colectivas, la 
cual contempla la interposición de este tipo de acciones en materia económica, de 
servicios, financiera y ambiental, misma que fue enviada al Poder Ejecutivo para 
su publicación. 

29	 G. Pisarello, op. cit., nota 11, p. 75.
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 III. Los DESCA en el marco del 
Sistema Universal de Protección 

de los Derechos Humanos

En el marco de la Organización de las Naciones Unidas, 
los DESCA son protegidos con base en el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
—documento que integra la Carta Internacional de Dere-
chos Humanos, junto con la Declaración Universal, el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y sus 
protocolos facultativos—, y su aplicación es supervisada 
por el CDESC. En 2008 se adoptó el Protocolo Facultativo 
del PIDESC, cuyo objetivo principal es que el Comité pue-
da investigar las quejas o peticiones provenientes de las 
personas que, en territorio de los Estados firmantes, ale-
guen la violación de un derecho de este tipo en determi-
nadas circunstancias. 

1. El Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales

Como se señaló brevemente en el primer capítulo, el 
PIDESC fue adoptado en 1966,30 después de haberse des-
cartado la adopción de un documento único que con-
templara tanto DESC como DCP. En su Preámbulo se esta-
blece que la libertad, la justicia y la paz en el mundo 
tienen como base el reconocimiento de la dignidad de 
los seres humanos y de sus derechos iguales e inaliena-
bles, por lo que, conforme a la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, el ideal del ser humano libre y libe-
rado del temor y de la miseria no puede ser realizado a 
menos que se creen las condiciones necesarias que per-
mitan a cada persona gozar de sus DESC y DCP, con lo 
que se muestra su igual jerarquía.

30	 El Estado mexicano se adhirió al Pacto el 23 de marzo de 1981; el decreto pro-
mulgatorio fue publicado en el Diario Oficial de la Federación del 12 de mayo del 
mismo año.
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El PIDESC se divide en cinco partes, que abordan el 
derecho a la autodeterminación de los pueblos, los pará-
metros generales que los Estados deben seguir en la reali-
zación de estos derechos, los derechos específicos, los 
mecanismos de supervisión del Pacto y aspectos genera-
les respecto de su firma, enmiendas, entrada en vigor e 
idiomas oficiales, respectivamente. 

Tanto la primera parte del Pacto como del PIDCP 
contiene un artículo en el que se consagra el derecho de 
los pueblos a la libre determinación, conforme al que 
pueden establecer libremente, y sin interferencias exter-
nas, su condición política, así como su desarrollo econó-
mico, social y cultural, para lo cual deben poder disponer 
con autonomía de sus riquezas y recursos naturales. Para 
comprender este artículo es necesario ubicarlo en el con-
texto en el que se adoptó; la redacción del Pacto data de la 
década de 1960, cuando diversos países recién se inde-
pendizaban de regímenes coloniales, por lo que se reco-
noce el derecho de cada nación a elegir con libertad su 
forma de gobierno, conscientes de que esta libertad de 
elección es fundamental para el reconocimiento y pro-
tección de los derechos humanos. 

El mismo precepto ha sido utilizado por grupos inde-
pendentistas para reivindicar su separación de los Estados a 
los cuales pertenecen, en el entendido de que el derecho 
ampara a todo “pueblo”. Sin embargo, cuando el Pacto se 
refiere a “pueblos”, quiere decir naciones y no poblaciones 
situadas en el interior del territorio de un Estado. 

 
1.1. Obligaciones de los Estados en el cumplimiento 
de los derechos del PIDESC

La segunda parte del PIDESC, que abarca los artículos 2o. 
a 5o., contempla los parámetros generales que los Estados 
deben seguir en la protección de los derechos incluidos en 
el Pacto, y en términos generales establece lo siguiente: 
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a)	 Artículo 2.1 						    
El compromiso de los Estados a adoptar medidas, 
tanto por separado como mediante la asistencia 
y la cooperación internacional, especialmente 
económicas y técnicas, hasta el máximo de los 
recursos de que dispongan, para lograr progre-
sivamente, por todos los medios apropiados, la 
plena efectividad de los derechos en él incluidos.

b)	 Artículo 2.2					   
El ejercicio de los DESC deberá ser garantizado 
sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas 
u otras, origen nacional o social, posición eco-
nómica, nacimiento o cualquier otra condición 
social. 

c)	 Artículo 3o. 						    
La igualdad de hombres y mujeres en el goce de 
los DESC, por lo que los Estados deben garanti-
zar su acceso en las mismas condiciones; éste 
es un aspecto fundamental, conscientes de que 
mujeres y niños son los principales excluidos de 
los procesos de desarrollo.

d)	 Artículo 4o. 						    
Sólo se podrá someter el ejercicio de los DESC a 
las limitaciones determinadas por la ley en la me-
dida compatible con su naturaleza y con el objeto 
de promover el bienestar general de la sociedad. 

e)	 Artículo 5o.					   
Ninguna disposición del Pacto puede constituir una 
herramienta para invalidar algún derecho del mis-
mo o limitarlo más allá de lo establecido en el ar-
tículo 4o. El Pacto no puede interpretarse en contra 
de las disposiciones de los Estados que posean me-
didas más favorables, la costumbre o acuerdos in-
ternacionales que rijan en él.			 
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En síntesis, los derechos incluidos en el PIDESC de-
berán ser garantizados de manera progresiva (continua), 
en función del máximo de los recursos disponibles, tanto 
por separado como mediante la cooperación internacio-
nal en materia técnica y económica, sin discriminación 
de ningún tipo y en igualdad de condiciones para hom-
bres y mujeres, con las únicas limitaciones que determine 
la ley, con objeto de promover el bienestar de toda la 
sociedad.31 En el apartado relativo a las obligaciones del 
Estado se abundará sobre estas disposiciones.

1.2. Derechos contemplados en el PIDESC 

En la tercera parte del Pacto se reconocen los siguientes 
derechos:

–– Derecho al trabajo (artículo 6o.).
–– Derecho a condiciones equitativas y satisfactorias 
de trabajo (artículo 7o.).

–– Derecho a fundar sindicatos, afiliarse a ellos y de-
recho de huelga (artículo 8o.).

–– Derecho a la seguridad social y al seguro social 
(artículo 9o.).

–– Derecho a la más amplia protección y asistencia a 
la familia (artículo 10).

–– Derecho a un nivel de vida adecuado (artículo 
11). 

–– Derecho al más alto nivel posible de salud (artículo 
12).

–– Derecho a la educación (artículos 13 y 14).
–– Derecho a participar en la vida cultural y a gozar 
del progreso científico (artículo 15). 

 

31	  El desarrollo e interpretación de estos parámetros se abordará con mayor profun-
didad en la sección 4, relativa a las obligaciones del Estado en materia de DESC.
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El PIDESC no se limita a reconocer un conjunto de 
derechos, sino que, en términos generales, configura su 
contenido o al menos especifica algunos de sus aspectos 
fundamentales, los cuales se revisarán brevemente a con-
tinuación.

Derecho al trabajo. Comprende el derecho de las 
personas a contar con un trabajo elegido o aceptado 
de manera libre, mediante el cual puedan ganarse la 
vida, por lo que los Estados deberán de garantizarlo 
y, para ello, adoptar programas de formación técni-
co-profesional, normas y técnicas dirigidas a la con-
secución del desarrollo económico, social y cultural 
constante y a la ocupación plena y productiva. 

Derecho a condiciones equitativas y satisfactorias de 
trabajo. Incluye el establecimiento de un salario míni-
mo y de proporcionar el mismo salario por un trabajo 
igual, medidas de seguridad e higiene en el trabajo, 
condiciones de existencia digna para los trabajadores 
y sus familias, igualdad de oportunidades respecto de 
promociones sobre la base de la capacidad y el tiem-
po de servicio, el descanso y disfrute del tiempo libre, 
la limitación razonable de las horas de trabajo y la 
remuneración de los días festivos.

Derecho a fundar sindicatos, afiliarse a ellos y derecho 
de huelga. Establece, asimismo, el derecho de los sin-
dicatos a formar federaciones o confederaciones na-
cionales, y el de éstas a fundar organizaciones sindi-
cales internacionales o a afiliarse a las mismas; su 
derecho a funcionar sin obstáculos y sin más limita-
ciones que las establecidas por la ley y las necesarias 
para la protección de los derechos y libertades ajenos.

Derecho a la seguridad social y al seguro social. Si 
bien el artículo sobre este derecho no profundiza 
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más allá de su reconocimiento, es necesario estable-
cer que la seguridad social se refiere a toda la red de 
servicios a que deben tener acceso los trabajadores, 
y que ésta contribuya a su bienestar social en casos 
de enfermedad, paternidad, viudez, desempleo e in-
validez, entre otros, mientras que el seguro social se 
refiere al mecanismo que hace posible el acceso a la 
seguridad social por medio del cual los patrones 
abonan de manera continua a las instituciones de se-
guridad social una parte del salario de los trabajado-
res para el sostenimiento del sistema, que les permi-
ta acceder a esas prestaciones. 

Derecho a la más amplia protección y asistencia a la 
familia. Al respecto, se establece que el matrimonio 
debe contraerse de manera libre; la obligación de 
prestar protección especial a las madres por perio-
dos razonables antes y después del parto, así como 
licencia con remuneración o prestaciones adecua-
das de seguridad social si trabajan; adoptar medidas 
especiales para proteger y asistir a los niños y ado-
lescentes, sobre todo de la explotación económica y 
social, así como de trabajos nocivos para su moral, 
salud y edad, y el establecimiento de la edad míni-
ma para el trabajo. 

Derecho a un nivel de vida adecuado. Este derecho 
comprende el acceso a alimentación, vestido y vi-
vienda adecuados, así como a la mejora continua de 
las condiciones de existencia. En virtud de la con-
dición con que debe contar toda persona de estar 
protegida contra el hambre, se prevé la adopción 
de medidas necesarias para optimizar los métodos de 
producción, conservación y distribución de alimen-
tos; la divulgación de principios sobre nutrición y el 
perfeccionamiento de los regímenes agrarios, con la 
finalidad de lograr una explotación y utilización más 
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eficaz de las riquezas naturales, así como de asegu-
rar la distribución equitativa de los alimentos en el 
mundo, conforme a las necesidades de cada país. 

Derecho al más alto nivel posible de salud. Implica 
tanto la salud física como mental, al tiempo que es-
tablece la obligación de adoptar medidas para redu-
cir la mortinatalidad y la mortalidad infantil y asegu-
rar el sano desarrollo de los niños; mejorar la higiene 
del trabajo y del medio ambiente;32 prevenir y tratar 
enfermedades epidémicas, endémicas y profesiona-
les, entre otras, y crear las condiciones que aseguren 
a todas las personas la asistencia médica.

Derecho a la educación. Establece que la educación 
debe orientarse al desarrollo de la personalidad hu-
mana y el sentido de la dignidad, respetando los de-
rechos humanos y las libertades fundamentales, ade-
más de capacitar a las personas para participar en 
una sociedad libre, pacífica y tolerante. Reconoce la 
obligatoriedad de la enseñanza primaria gratuita, así 
como la generalización de la enseñanza secundaria 
en sus diferentes formas, mediante la implantación 
progresiva de su gratuidad y la accesibilidad de la 
enseñanza superior sobre la base de las capacidades 
y por medio de la implementación progresiva de su 
gratuidad. 

Contempla el fomento de la educación funda-
mental para quienes no terminaron la primaria, la 
obligación de desarrollar el sistema escolar en todos 
los ciclos mediante el establecimiento de programas 
adecuados de becas y la mejora continua de las con-

32	 Aunque no forma parte de un derecho consagrado en lo individual, es a partir de 
las disposiciones de los artículos relativos al nivel de vida adecuado y al más alto 
nivel posible de salud, los cuales refieren específicamente el deber de mejorar el 
medio ambiente en todos sus aspectos, que se incluye en el PIDESC la protección 
del medio ambiente.
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diciones materiales de los maestros. De iagual ma-
nera, reconoce el derecho de los padres y tutores a 
elegir las escuelas a que asistan sus hijos o pupilos, 
así como la educación religiosa o moral acorde con 
sus convicciones. 

Derecho a participar en la vida cultural y a gozar del 
progreso científico. Además de los derechos a partici-
par en la vida cultural de la comunidad y a gozar del 
progreso científico, comprende el derecho de las per-
sonas a beneficiarse de la protección de los intereses 
morales y materiales que les correspondan por razón 
de sus producciones científicas, literarias o artísticas. 
Para asegurar el ejercicio de estos derechos, deben 
establecerse medidas relativas a la conservación, el 
desarrollo y la difusión de la ciencia y la cultura, ade-
más del compromiso de respetar la libertad de inves-
tigación científica y para la actividad creadora. 

Como se ha visto, los derechos contemplados en el 
Pacto no sólo protegen aspectos básicos de la vida en los 
ámbitos económico, social y cultural, sino que no son tan 
vagos como se ha llegado a afirmar, ya que algunos de ellos 
desarrollan aspectos concretos sobre su contenido y res-
pecto de las obligaciones de los Estados para cumplirlos. 

 Además, puede observarse que no todos requieren 
costosas prestaciones económicas estatales para su efica-
cia, como la elección libre del trabajo, el establecimiento 
de un salario mínimo o el respeto del principio de igual 
salario por igual trabajo, la formación de sindicatos, el no 
obstaculizar la participación en la vida cultural o el res-
peto a la libertad científica y creadora.

1.3. Mecanismos de supervisión

La cuarta parte del Pacto se refiere a su aplicación por 
parte de los Estados y a los mecanismos de supervisión al 
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respecto que —como ya se mencionó—, en principio co-
rrespondían al Consejo Económico y Social hasta que, en 
1985, éste creó el Comité de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales, al que delegó dicha función. 

El principal mecanismo de vigilancia sobre la aplica-
ción del PIDESC es el sistema de informes contemplado 
en sus artículos 16 y 17, conforme al cual los Estados se 
comprometen a presentar informes ante el Secretario Ge-
neral de la ONU sobre las medidas adoptadas y los pro-
gresos realizados para garantizar el respeto a los derechos 
del Pacto; el Secretario General los transmite al Comité 
(antes se los enviaba al Ecosoc), pudiendo señalar las cir-
cunstancias y obstáculos que hubieren dificultado el cum-
plimiento de sus obligaciones. 

En función de la supervisión, conforme al artículo 
21, se pueden presentar ante la Asamblea General infor-
mes con recomendaciones generales y resúmenes sobre 
informes de los Estados y de los organismos especializa-
dos respecto de las medidas adoptadas y los progresos 
realizados para lograr el cumplimiento del Pacto.

El Protocolo Facultativo recién adoptado es otro me-
canismo de protección y supervisión, pero debido a que 
no fue creado por una disposición del PIDESC, su estudio 
se realiza en un apartado distinto.

2. El Protocolo Facultativo del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

Como se estableció al final del primer apartado, al adop-
tarse los Pactos, el PIDCP estuvo acompañado de un Pro-
tocolo Facultativo, que otorgó al Comité de Derechos Hu-
manos (órgano supervisor del PIDCP) la facultad de conocer 
sobre quejas o peticiones individuales, mientras que el 
PIDESC no contó con un instrumento de ese tipo que forta-
leciera la protección de los DESCA. 

Algunas de las razones por la que no se adoptó un 
mecanismo de peticiones individuales obedecieron a las 
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consideraciones sobre el costo económico requerido para 
implementar los DESCA y a su característica de progresi-
vidad, aunque ésta no constituyera un motivo suficiente 
para argumentar la imposibilidad de evaluar su cumpli-
miento, pues la misma puede hacerse de conformidad 
con las etapas o pasos de evolución en el camino a la con-
secución de su plena efectividad. 

Tras años de incansables esfuerzos encabezados por 
diversas organizaciones civiles alrededor del mundo, así 
como por algunos órganos de las Naciones Unidas, y 42 
años después de la adopción del PIDESC, mediante la 
Resolución 63/117, del 10 de diciembre de 2008, la Asam-
blea General de la ONU aprobó el Protocolo Facultativo 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales (PFPIDESC). Su objeto principal fue fortale-
cer el cumplimiento y la justiciabilidad de estos derechos, 
mediante el reconocimiento de la competencia del Co-
mité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, para 
conocer sobre las violaciones de los derechos reconoci-
dos en el Pacto, dotando a las víctimas de un recurso que 
les permita acceder a un remedio más contra dichas vio-
laciones. 

El Protocolo comprende tres sistemas o procedimien-
tos de protección: 

1. Comunicaciones entre Estados. 
2. Comunicaciones individuales o grupales.
3. Procedimiento de investigación. 

Las comunicaciones entre Estados prevén la inter-
vención del Comité, en caso de que un Estado Parte del 
Protocolo se pronuncie sobre el incumplimiento de otro 
Estado sobre una obligación derivada del Pacto. 

Por medio de las quejas o comunicaciones indivi-
duales o grupales, las personas que habiten en los Estados 
que hayan suscrito el Protocolo —de acuerdo con ciertas 
condiciones establecidas en él— podrán dirigir escritos al 
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Comité para que conozca sobre presuntas violaciones de 
uno o varios de sus DESCA. Independientemente del pro-
cedimiento sobre las comunicaciones, el Protocolo esta-
blece dos medios de protección en favor de quienes las 
interponen. El primero faculta al Comité a solicitar al Es-
tado la adopción de medidas provisionales para evitar que 
las personas sufran algún daño irreparable, y el segundo 
establece el deber de los Estados de adoptar las medidas 
necesarias para evitar que sean sometidas a malos tratos 
o intimidaciones. 

Por último, para la operación del procedimiento de 
investigación, que es la novedad principal del Protocolo en 
el ámbito de la protección, ya que el Protocolo Facultati-
vo del PIDCP no contempla un mecanismo similar, se re-
quiere de una declaración previa de los Estados para que 
el Comité pueda realizar investigaciones en caso de reci-
bir información fidedigna sobre violaciones graves o sis-
temáticas de los DESCA cometidas en su territorio. 

Otra novedad importante del Protocolo es el estable-
cimiento de un fondo fiduciario como medida alternativa 
para el cumplimiento de las obligaciones del PIDESC, 
mediante el que se les podrá prestar atención especializa-
da y técnica a los Estados con esa finalidad, lo que sin duda 
los apoyará en el cumplimiento de sus obligaciones deri-
vadas del Pacto en la consecución del bienestar de las 
personas.

La adopción del Protocolo es un paso muy impor-
tante para la eficacia plena de los DESCA, aunque aún 
falta tiempo para poder evaluar la actuación del Comité 
frente a la presentación de comunicaciones. El Protocolo 
entraría en vigor después de depositado el décimo instru-
mento de ratificación; sin embargo, por tratarse de un 
protocolo facultativo, sólo entra en vigor para los Estados 
que lo han ratificado, y México no lo ha hecho todavía. 
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3. El Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales

El CDESC es un órgano integrado por 18 expertos en el 
campo de los derechos humanos, quienes participan en 
él a título personal por un periodo de cuatro años, pudien-
do ser reelegidos para otro periodo en caso de ser pro-
puestos otra vez. Como ya se estableció, el CDESC no es 
un órgano convencional creado por el Pacto, sino el su-
pervisor de su aplicación, debido a que el Consejo Eco-
nómico y Social lo creó, por medio de la resolución 
1985/17, con el fin de delegar en él sus obligaciones de-
rivadas de los artículos 16 al 22 del Pacto.

En virtud de ello, el Comité es el encargado de recibir 
y evaluar los informes de los Estados sobre la aplicación 
del Pacto, de establecer acuerdos con los organismos espe-
cializados del Sistema de la ONU sobre la presentación de 
informes sobre el cumplimiento del Pacto, de presentar 
ante la Asamblea General informes sobre las recomenda-
ciones generales y resúmenes de los informes de los Esta-
dos sobre las medidas adoptadas y los progresos realizados 
para lograr la efectividad de los DESCA, además de poner 
al tanto a otros órganos de la ONU, encargados de la pres-
tación de la asistencia técnica, sobre cualquier cuestión 
que surja de los informes de los Estados, para que se pro-
nuncien sobre la conveniencia de aplicar medidas interna-
cionales que faciliten su aplicación.

3.1. Facultad de supervisión

La función principal del CDESC es la supervisión de la 
aplicación del Pacto por parte de los Estados, mediante el 
análisis y la revisión de los informes inicial y periódicos 
que éstos tienen la obligación de presentar ante el Secre-
tario General de la ONU sobre el cumplimiento del Pac-
to, conforme a lo que establecen los artículos 16 y 17. El 
primer informe debe presentarse a los dos años de haber 
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ratificado el PIDESC33 y referirse a la situación general 
sobre los DESCA en el país en cuestión. Los informes pos-
teriores (periódicos) se deben entregar cada cinco años e 
incluir los avances realizados en función de las recomen-
daciones del Comité en sus observaciones sobre los infor-
mes presentados con anterioridad. 

El Comité, como indica el artículo 21 del Pacto, pue-
de presentar ante la Asamblea General de la ONU infor-
mes sobre las recomendaciones realizadas a los Estados y 
resúmenes sobre los informes que éstos presentan. Por 
otra parte, en caso de que el CDESC considere que no 
puede obtener la información que necesita para evaluar 
el cumplimiento del Pacto, puede solicitar al Estado Parte 
permiso para realizar una misión o visita a su territorio, 
señalando los temas o aspectos sobre los que se pretende 
obtener información. En caso de que el Estado en cues-
tión no acepte la misión, el Comité puede examinar la 
posibilidad de hacer recomendaciones al respecto al 
Consejo Económico y Social.

3.2. Facultad para emitir observaciones

El Comité tiene facultad para presentar dos tipos de ob-
servaciones, las finales y las generales. Las observaciones 
finales se refieren a las conclusiones y anotaciones he-
chas en función de los informes presentados por los Esta-
dos Partes, en las que se incluyen las recomendaciones 
efectuadas al Estado para mejorar el cumplimiento de los 
DESCA. Las observaciones generales, por su parte, consti-
tuyen documentos mediante los cuales se especifica el 
contenido de diversas disposiciones del Pacto, desde la na-
turaleza de las obligaciones de los Estados hasta el conte-

33	 Aunque el artículo 17 del PIDESC establece que el informe inicial debe presen-
tarse al año de haber ratificado el Pacto, el Comité, en su segundo periodo de 
sesiones, en 1988, modificó el sistema de informes; así, en la actualidad el primer 
informe se presenta dos años después de la ratificación del Pacto, y los informes 
periódicos cada cinco años. 
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nido de los derechos en particular, con lo que a partir del 
desarrollo normativo de los derechos ha conseguido mar-
car las pautas del cumplimiento y la realización de mu-
chos de ellos.

Aunque estas observaciones generales no se consi-
deran documentos vinculantes, constituyen interpretacio-
nes autorizadas del Pacto y algunos académicos las con-
ciben como la verdadera jurisprudencia en la materia, al 
grado de asimilarlas con la competencia consultiva de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos para inter-
pretar las disposiciones de la Convención Americana.34 
En definitiva, la actuación del Comité en este ámbito ha 
sido significativa en el desarrollo, la comprensión y la rea-
lización de los DESCA. Las observaciones generales emi-
tidas hasta el momento son:

–– O.G. No. 1, Presentación de informes por los Es-
tados Partes.

–– O.G. No. 2, Medidas internacionales de asistencia 
técnica.

–– O.G. No. 3, La índole de las obligaciones de los 
Estados Partes.

–– O.G. No. 4, El derecho a una vivienda adecuada.
–– O.G. No. 5, Las personas con discapacidad.
–– O.G. No. 6, Los DESC de las personas mayores.
–– O.G. No. 7, El derecho a una vivienda adecuada: 
los desalojos forzosos.

–– O.G. No. 8, Relación entre las sanciones econó-
micas y el respeto de los DESC.

–– O.G. No. 9, La aplicación interna del Pacto.
–– O.G. No. 10, La función de las instituciones na-
cionales de derechos humanos en la protección 
de los DESC.

34	 Víctor Abramovich y Christian Courtis, “La interpretación de los tratados inter-
nacionales de derechos humanos por los órganos internos. El caso de las obliga-
ciones estatales en materia de derechos económicos, sociales y culturales”, en Oc-
tavio Cantón y Santiago Corcuera, coords., Derechos económicos, sociales y culturales. 
Ensayos y materiales, pp. 20-21.
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–– O.G. No. 11, Planes de acción sobre la enseñanza 
primaria. 

–– O.G. No. 12, El derecho a una alimentación ade-
cuada.

–– O.G. No. 13, El derecho a la educación.
–– O.G. No. 14, El derecho al disfrute del más alto 
nivel posible de salud.

–– O.G. No. 15, El derecho al agua.35

–– O.G. No. 16, La igualdad de derechos del hombre 
y la mujer al disfrute de los DESC. 

–– O.G. No. 17, El derecho de todas las personas a 
beneficiarse de la protección de los intereses mo-
rales y materiales que le correspondan por razón 
de las producciones, científicas, literarias o artísti-
cas de que sea autor(a).

–– O.G. No. 18, El derecho al trabajo.
–– O.G. No. 19, El derecho a la seguridad social. 
–– O.G. No. 20, La no discriminación y los DESC.
–– O.G. No. 21, El derecho de toda persona a parti-
cipar en la vida cultural.

Estas observaciones pueden dividirse en dos rubros 
fundamentales, las que se refieren al contenido de las 
obligaciones de los Estados y las relativas al contenido y 
desarrollo de derechos específicos. 

A) Observaciones generales relativas a las obligaciones 
de los Estados

Tratándose de las observaciones generales sobre las obli-
gaciones de los Estados respecto de la aplicación del Pac-

35	 Esta observación general es bastante novedosa, ya que se trata del derecho al 
agua, que no se encuentra reconocido expresamente en el Pacto. Sin embargo, a 
partir de los derechos al nivel de vida adecuado y a la salud, establecidos en los 
artículos 11 y 12, respectivamente, el Comité infirió el reconocimiento implícito 
del derecho al agua y el documento ha sido de notable importancia en el recono-
cimiento de este derecho. 
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to se destacan las observaciones 1a., 3a. y 9a. La primera 
de ellas alude a la obligación de los Estados de presentar 
informes al Comité y establece siete objetivos fundamen-
tales al respecto; la tercera se refiere a la índole de las obli-
gaciones de los Estados y la novena trata de la aplicación 
interna del Pacto. Asimismo, se puede considerar en este 
rubro a la observación número 10, relativa a las funcio-
nes de las instituciones nacionales de derechos humanos 
y los DESCA.

B) Observaciones generales relativas al contenido 
y desarrollo de derechos específicos 

En cuanto al contenido y desarrollo de los derechos, las 
observaciones generales suelen constituir documentos 
muy completos que abarcan su fundamentación, conte-
nido, obligaciones básicas, fundamentales e internacio-
nales, políticas de acción y recursos en caso de violación. 
En cuanto a las obligaciones de los Estados, el Comité ha 
establecido tres obligaciones básicas: respetar, proteger y 
realizar, comunes a todos los derechos humanos. 

La obligación de respetar se refiere a que los Estados 
y sus gobiernos se abstengan de obstaculizar el ejercicio o 
disfrute de los DESC. La obligación de proteger requiere 
que el estado vigile que particulares y terceros no inter-
vengan en el ejercicio y goce de los derechos y adopten 
medidas para evitarlo. Por último, la obligación de realizar 
o cumplir, que incluye las obligaciones de facilitar, pro-
porcionar o promover, se refiere a la adopción de todas las 
medidas legislativas, administrativas, judiciales o presu-
puestales necesarias para cumplir con los derechos, e in-
cluso hacerlos efectivos para aquellas personas que no 
puedan acceder a ellos por sí mismas, como los grupos 
con mayores índices de marginación y vulnerabilidad. 

Como aspectos principales de estas observaciones se 
pueden destacar algunos parámetros y obligaciones que, 
si bien pueden modificarse de derecho a derecho, suelen 
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ser elementos incluidos en casi todas las observaciones 
generales relativas a derechos específicos. Estos elemen-
tos son los criterios de contenido básico y las obligacio-
nes principales. Entre los criterios de contenido básico se 
encuentran la disponibilidad, la accesibilidad (que inclu-
ye los parámetros de no discriminación, accesibilidad fí-
sica y económica, así como acceso a la información), la 
aceptabilidad y la calidad.

3.3. Facultades derivadas del Protocolo Facultativo 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos 
y Culturales

Entre las principales facultades del Comité en virtud de la 
reciente adopción del PFPIDESC a finales de 2008 están 
las de conocer de las comunicaciones entre Estados, rela-
tivas al incumplimiento de los derechos del Pacto (artícu-
lo 10), así como de comunicaciones individuales o gru-
pales de las personas que sean víctimas de violaciones de 
sus DESC en el territorio de los Estados que suscriban el 
Protocolo (artículo 2o.), verificar si se cumplen los requi-
sitos de admisibilidad establecidos (artículo 3o.), así como 
solicitar medidas cautelares a los Estados con el fin de 
proteger a las presuntas víctimas (artículo 5o.). Asimismo, 
está facultado para iniciar procedimientos de investiga-
ción en el territorio de los Estados firmantes del Protocolo 
de los que reciba información fidedigna sobre violacio-
nes graves o sistemáticas de DESC (artículos 11 y 12); por 
último, posee la facultad de transmitir a los organismos 
especializados, fondos y programas de Naciones Unidas 
sus dictámenes o recomendaciones relativas a las comu-
nicaciones e investigaciones de las que se derive la nece-
sidad de contar con asesoramiento técnico o asistencia 
internacional con miras a la obtención de ayuda especia-
lizada, incluso del fondo fiduciario de la materia.
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4. Obligaciones de los Estados en materia de DESCA

No obstante que las principales obligaciones de los Esta-
dos derivadas del PIDESC se encuentran en el texto del 
propio Pacto, su interpretación y contenido específico se 
ha ido definiendo a partir tanto de reuniones de expertos 
en derecho internacional ajenos al CDESC, como de la 
jurisprudencia emitida por el Comité. En el presente apar-
tado se exponen brevemente las principales obligaciones 
de los Estados en la aplicación del Pacto. 

Las reuniones de expertos referidas en el párrafo an-
terior se iniciaron al momento de que se formó el CDESC; 
los documentos derivados de las mismas son los Princi-
pios de Limburgo y las Directrices de Maastricht. 

Los Principios de Limburgo sobre la aplicación del 
PIDESC constituyen el resultado de la reunión de 29 ex-
pertos en derecho internacional provenientes de distintas 
partes del mundo, así como de agencias especializadas 
de la ONU, convocadas por una Organización No Gu-
bernamental internacional y diversas instituciones acadé-
micas en 1986, en Maastricht, para considerar la natura-
leza y los alcances de las obligaciones de los Estados 
Partes conforme al Pacto, los informes de los Estados y la 
cooperación internacional. 

El texto contiene 103 principios que, en términos ge-
nerales, hacen alusión a la naturaleza y los alcances de las 
obligaciones de los Estados. En la primera parte se abor-
dan observaciones genéricas, principios interpretativos y 
la violación de los DESCA, y en la segunda se exponen la 
presentación y preparación de los informes de los Esta-
dos, la función del Comité de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales —de reciente creación en ese momen-
to— y su relación con las agencias especializadas de la 
ONU y otros organismos internacionales.

Por su parte, las Directrices de Maastricht sobre vio-
laciones de los Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les, adoptadas en dicha ciudad en 1987, en el marco del 
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décimo aniversario de los Principios de Limburgo, por 30 
expertos en derecho internacional convocados por los 
mismos organismos que impulsaron la reunión anterior, 
tuvo como objetivo ampliar el entendimiento de dichos 
Principios respecto de la naturaleza y el alcance de las 
violaciones de los DESC y las respuestas y recursos ade-
cuados. En dicho documento se estableció que las Direc-
trices reflejaban la evolución del derecho internacional a 
partir de 1986, año de la adopción de los Principios de 
Limburgo. 

Las Directrices abordan los siguientes temas: impor-
tancia y significado de los DESC,36 responsabilidad del 
Estado en las violaciones de los DESC, las víctimas de las 
violaciones y, en último lugar, recursos y otras respuestas 
a las violaciones de éstos.
 
4.1. Obligaciones comunes a todos los derechos 
humanos: respetar, proteger y cumplir

Para su cumplimiento, los derechos humanos en general 
requieren en distintos grados de tres obligaciones funda-
mentales por parte del Estado, a saber, respetar, proteger, 
y garantizar o cumplir los derechos.37 

La obligación de respetar los derechos requiere que 
el Estado se abstenga de vulnerar u obstaculizar su ejerci-
cio; la obligación de protegerlos consiste en que impida 
que tanto sus representantes como los particulares afec-

36	 En el primer capítulo se hace un análisis sobre la situación de los DESC en el 
mundo y se llega a la conclusión de que a partir de la adopción de los Principios de 
Limburgo ésta había empeorado para más de mil seiscientos millones de personas 
en el mundo, además de advertirse la tendencia de los países de reducir la función 
del Estado para resolver problemas de bienestar humano al delegar dicha tarea 
a los mercados pero manteniendo la responsabilidad de los Estados en la realiza-
ción de los DESC, entre otras cuestiones. 

37	  Véase V. Abramovich y Ch. Courtis, Los derechos sociales en el debate democrático, 
p. 15. Respecto de las obligaciones de respetar, proteger y cumplir, específicamen-
te enfocadas hacia los derechos sociales, véase el párrafo 6o. de las Directrices de 
Maastricht sobre violaciones de los derechos económicos, sociales y culturales, así 
como las observaciones generales relativas a derechos específicos del CDESC.
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ten su ejercicio38 y que adopten medidas para evitarlo, y 
por último, la obligación de garantizarlos, que conforme 
al Comité incluye las obligaciones de facilitar, proporcio-
nar o promover, se refiere a la adopción de todas las me-
didas legislativas, administrativas, judiciales o presupues-
tales necesarias para cumplir con los derechos e, incluso, 
hacerlos efectivos para aquellas personas que no puedan 
acceder a ellos por sí mismas, como son los grupos que 
viven con mayores índices de marginación.39 

Las Directrices de Maastricht establecen que las obli-
gaciones comprenden elementos de obligación de conduc-
ta y obligación de resultado. La primera obligación exige 
acciones concebidas con el fin de asegurar el ejercicio de 
un derecho específico, es decir, la conducta necesaria 
que lleve a su realización. Por su parte, las obligaciones 
de resultado requieren del cumplimiento de objetivos con-
cretos que satisfagan normas sustantivas precisas (direc-
trices 6 y 7). El documento establece las actividades que 
implicarían el incumplimiento de las obligaciones, tanto 
por comisión como por omisión. 

4.2. Postulados fundamentales derivados del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales

Los Principios de Limburgo reafirman la indivisibilidad e 
interdependencia de todos los derechos humanos, así 
como la complementariedad entre los Pactos. En cuanto 
a los DESC en específico, establecen la posibilidad de su 
realización en cualquier sistema político (principio 6o.) y 
reconocen que a pesar de ser derechos cuyo cumplimien-

38	 Obligación comprendida también en la directriz 18 de Maastricht; además, la 
directriz 19 establece como parte de la obligación de proteger los DESC la parti-
cipación de los Estados en organizaciones internacionales.

39	 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, Observación General 
No. 3, “La índole de las obligaciones de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 
2 del Pacto)”, quinto periodo de sesiones, 1990, U.N. Doc E/1991/23, párr. 12.
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to completo sólo es posible a través de la progresividad, 
contienen elementos básicos que deben ser cumplidos de 
manera inmediata (principio 8o.).

La cuestión de las obligaciones de aplicación inme-
diata es reiterada por el Comité, que establece, entre ellas, 
las relativas al goce de los derechos en condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres, el establecimiento del 
salario mínimo y el principio de igual salario por igual 
trabajo, la adopción de medidas especiales en favor de 
niños y adolescentes, el establecimiento de la enseñanza 
primaria obligatoria y gratuita, el reconocimiento de los 
padres de decidir la educación de sus hijos, así como la 
libertad de investigación científica y creadora.40 

También se ha establecido que al reconocer obliga-
ciones de aplicación inmediata, en su realización se debe 
dar especial atención a la no discriminación, la igualdad 
ante la ley, así como a las medidas que se deban adoptar 
para mejorar las condiciones de vida de los más pobres y 
los derechos culturales de las minorías indígenas (princi-
pios 13 y 14), además de la responsabilidad de los Esta-
dos, tanto ante la comunidad internacional como ante 
sus propios pueblos, debido al incumplimiento del Pacto 
(principio 10). 

El Comité ha manifestado que en la aplicación inter-
na del Pacto la obligación principal de los Estados es dar 
efectividad a los derechos por todos los medios posibles.41 
Por ello, señala que no se pueden invocar disposiciones 
de derecho interno para justificar su incumplimiento, sino 
que dichas normas deben ser modificadas,42 y como las nor-
mas internacionales sobre derechos humanos deben ope-
rar de forma directa e inmediata, aconseja incorporar dis-
posiciones del PIDESC en las leyes nacionales.43 

40	 Ibid., párr. 5.
41	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General 

No. 9, “La aplicación interna del Pacto”, U.N. Doc. E/1999/22, párr. 1.
42	 Ibid., párr. 3.
43	 Ibid., párrs. 4 y 8, respectivamente.
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4.3. Obligaciones generales derivadas 
de los parámetros específicos del PIDESC

Como se estableció en el apartado 1, relativo al conteni-
do del PIDESC, su segunda parte se refiere a los paráme-
tros generales que los Estados deben seguir en la protec-
ción de los derechos que consagra; dichos parámetros 
pueden ser sujetos a distintas interpretaciones. En conse-
cuencia, los expertos internacionales participantes en la 
elaboración de los Principios de Limburgo y las Directri-
ces de Maastricht, así como el CDESC, por medio de sus 
observaciones generales, han realizado tareas de inter-
pretación en las que se ha definido el contenido y signifi-
cado de esta parte del Pacto. 

Dichos parámetros se encuentran incluidos en los ar-
tículos 2o. a 5o., que a continuación se analizan con de-
talle. 

Artículo 2.1. 
Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto 
se compromete a adoptar medidas, tanto por separa-
do como mediante la asistencia y la cooperación in-
ternacionales, especialmente económicas y técni-
cas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, 
para lograr progresivamente, por todos los medios 
apropiados, inclusive en particular la adopción de 
medidas legislativas, la plena efectividad de los de-
rechos aquí reconocidos. 
 
Se establece que todos los Estados Partes tienen la 

obligación de iniciar de inmediato el proceso para la ple-
na realización de los DESCA.44 La expresión “por todos 
los medios apropiados”, debe entenderse como todas las 
medidas legislativas, judiciales, administrativas, económi-
cas, sociales y educativas para hacer frente a las obliga-

44	 Principio 16 de Limburgo.
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ciones del Pacto.45 Asimismo, se considera que si bien las 
medidas legislativas no son suficientes para dar cumpli-
miento al Pacto, son necesarias cuando la legislación vi-
gente es contraria a las obligaciones asumidas en él,46 por 
lo que su adopción es altamente deseable, y en algunos 
casos, indispensable.47 

Respecto de la progresividad, se ha establecido que 
implica actuar tan rápidamente como sea posible, sin di-
ferir esfuerzos de manera indefinida, y que es indepen-
diente del aumento de los recursos, razón por la cual la 
obligación exige que se haga uso eficaz de los recursos 
disponibles.48 Por otra parte, la progresividad no puede 
ser argumentada como justificación de incumplimiento 
de las obligaciones derivadas del Pacto.49 En opinión del 
Comité, ésta entraña el reconocimiento de que la realiza-
ción completa de los DESC es casi imposible en un tiem-
po reducido, por lo que se contempla un periodo real 
para su consecución, pero no por ello se deben relajar los 
esfuerzos dirigidos a alcanzarla, ya que se impone una 
obligación clara de movimiento expedito y efectivo hacia 
su cumplimiento; además, señala que tomar medidas re-
gresivas deliberadas requiere de una consideración cui-
dadosa y plenamente justificada.50 

En cuanto al aprovechamiento máximo de los recur-
sos disponibles, se establece que estos incluyen tanto los 
recursos nacionales como los derivados de la coopera-
ción y asistencia internacionales, y que al determinar si 
se han adoptado las medidas adecuadas para la realiza-
ción de los derechos, es preciso vigilar su utilización efi-
caz y equitativa, así como la oportunidad de acceder a los 
recursos disponibles, además de dar prioridad a la conse-

45	 Principio 17 de Limburgo.
46	 Principio 18 de Limburgo.
47	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, op. cit., nota 38, párr. 3. 
48	 Principios 21 y 23 de Limburgo.
49	 Directriz 8o. de Maastricht.
50	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, op. cit., nota 38, párr. 9.
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cución de asegurar a cada persona la satisfacción de los 
requisitos de subsistencia.51 

Al respecto, se ha especificado que el Estado tiene el 
compromiso de demostrar logros cuantificables encamina-
dos a la plena realización de los DESC52 y que la escasez 
de recursos no exime al Estado del cumplimiento de las 
obligaciones mínimas esenciales.53 En caso de no cumplir 
con éstas, argumentándose la falta de recursos disponibles, 
debe demostrarse que se realizaron todos los esfuerzos al 
alcance para darles cumplimiento.54

En relación con las características de la cooperación 
y la asistencia internacional se establecen diversos aspec-
tos, como el de que su prioridad debe de ser la de realizar 
todos los derechos humanos y encaminarse al estableci-
miento de un orden social en el que éstos se realicen 
plenamente,55 entre otros. No obstante, el tema de la coo-
peración internacional, a pesar de ser una obligación de-
rivada del Pacto, es en la actualidad un tema casi olvida-
do en la agenda de los Estados desarrollados, y con el 
ánimo de reactivarla es que se incluye el establecimiento 
de un fondo fiduciario de ayuda en el Protocolo Faculta-
tivo del PIDESC. 

Artículo 2.2. 
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprome-
ten a garantizar el ejercicio de los derechos que en él 
se enuncian, sin discriminación alguna por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política 
o de otra índole, origen nacional o social, posición eco-
nómica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
 

51	 Principios 26, 27 y 28 de Limburgo.
52	 Idem.
53	 Directriz 10 de Maastricht.
54	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, op. cit., nota 38, párr. 10.
55	  Principios 29 y 30 de Limburgo.
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Las disposiciones de los Principios de Limburgo son 
muy específicas al establecer que la prohibición de la dis-
criminación en el goce de los DESC es una de las obliga-
ciones de aplicación inmediata y que los criterios de no 
discriminación establecidos en el PIDESC no son limitati-
vos, por lo que se podrán adicionar otros, y solicita a los 
Estados que prohíban la práctica de actos discriminato-
rios por parte de individuos y organismos en cualquier 
ámbito de la vida pública (principios 22, 35, 36 y 40). 

También se establece que las medidas especiales adop-
tadas para asegurar la promoción de grupos o individuos 
que requieran dicha protección con el fin de acceder a un 
trato igual en el goce de los DESCA no deben  considerar-
se discriminatorias si no tienen como consecuencia man-
tener una separación de derechos entre distintos grupos, 
y que se tiene que poner fin a las medidas al haberse lo-
grado la meta fijada.56 

La prohibición de la discriminación es también un 
tema fundamental en el desarrollo de todas las observa-
ciones generales del Comité, el cual emitió, asimismo, una 
observación general al respecto, la número 20, titulada 
“La no discriminación y los derechos económicos, socia-
les y culturales”.57 

Artículo 2.3
Los países en desarrollo, teniendo debidamente en 
cuenta los derechos humanos y su economía nacio-
nal, podrán determinar en qué medida garantizarán 
los derechos económicos reconocidos en el presente 
Pacto a personas que no sean nacionales suyos.

De este artículo se destaca la interpretación del tér-
mino “no nacionales”. Al respecto, en los Principios de 
Limburgo se establece que la regla general es que el Pac-

56	 Principio 39 de Limburgo.
57	 U.N. Doc. E/C.12/GC/20.
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to se aplique en condiciones de igualdad, tanto a naciona-
les como a extranjeros; sin embargo, precisa que la adop-
ción del documento ocurrió en una época en que las 
dominaciones coloniales seguían latentes y, en ese sen-
tido, lo que se pretendió con la disposición fue dar fin a 
la dominación de ciertos grupos económicos no naciona-
les en los periodos coloniales (principios 42 a 44).

Artículo 3
Los Estados Partes en el presente Pacto se compro-
meten a asegurar a los hombres y a las mujeres igual 
título a gozar de todos los derechos económicos, so-
ciales y culturales enunciados en el presente Pacto. 

Al respecto, los Principios de Limburgo establecen 
que en la aplicación del Pacto y en el ejercicio de los de-
rechos del mismo se deberán atender cabalmente las dis-
posiciones de los tratados internacionales en el marco de 
la ONU relativos a la eliminación de la discriminación 
contra la mujer, así como a las acciones del Comité res-
pectivo (principio 45). 

Artículo 4
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
que, en ejercicio de los derechos garantizados con-
forme al presente Pacto por el Estado, éste podrá so-
meter tales derechos únicamente a limitaciones de-
terminadas por ley, sólo en la medida compatible 
con la naturaleza de esos derechos y con el exclusi-
vo objeto de promover el bienestar general en una 
sociedad democrática. 

Los Principios de Limburgo establecen que la inten-
ción perseguida inicialmente en este artículo era la pro-
tección de los derechos y no la imposición de limitacio-
nes en su ejercicio (principios 46 y 47). En cuanto a las 
limitaciones determinadas por ley, se prevé que no se 
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deberá limitar el ejercicio de los DESCA, salvo por dispo-
sición de la legislación nacional de aplicación general, 
consistente con los principios del Pacto y en vigor al mo-
mento de aplicar la limitación, así como que las leyes 
que impongan dichas limitaciones no sean arbitrarias, 
insensatas ni discriminatorias (principio 49), sino, por el 
contrario, claras y accesibles para todos (principio 50), 
además de proporcionarse todo tipo de salvaguardia o 
recurso eficaz contra la imposición ilegal o abusiva de 
límites (principio 51). 

La interpretación que los expertos hacen de los tér-
minos bienestar general y sociedad democrática alude al 
bienestar del pueblo en su conjunto y a aquel tipo de 
sociedad que reconoce y respeta los derechos humanos 
establecidos tanto en la Carta de la ONU, como en la De-
claración Universal de Derechos Humanos (principios 53 
y 55). En cuanto a que las limitaciones sean compatibles 
con la naturaleza de estos derechos, se refiere a que no 
podrán ser aplicadas si amenazan la esencia del derecho 
(principio 56). 

 
Artículo 5.1
Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser in-
terpretada en el sentido de reconocer derecho algu-
no a un Estado, grupo o individuo para emprender 
actividades o realizar actos encaminados a la des-
trucción de cualquiera de los derechos o libertades 
reconocidos en el Pacto, o a su limitación en medida 
mayor que la prevista en él.

En este sentido, se establece que los Estados no dis-
ponen de un derecho general, implícito o marginal para 
imponer limitaciones que vayan más allá de las previstas 
por la ley y que ninguna disposición legislativa se inter-
pretará de modo que permita la destrucción de alguno de 
los derechos del Pacto.58

58	 Principio 57 de Limburgo.
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Artículo 5.2
No podrá admitirse restricción o menoscabo de nin-
guno de los derechos humanos fundamentales reco-
nocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, 
convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto 
de que el presente Pacto no los reconoce o los reco-
noce en menor grado.

Se establece que esta disposición constituye una ga-
rantía para evitar que alguna disposición del Pacto se in-
terprete como un perjuicio a las disposiciones del dere-
cho interno o a acuerdos internacionales a través de los 
cuales se otorgue un trato más favorable a las personas; 
esta misma no se deberá entender como una restricción a 
ninguno de los derechos protegidos por las obligaciones 
nacionales o internacionales que aceptara el Estado.

 
4.4. Obligaciones relacionadas con la supervisión 
de la aplicación del PIDESC

Como se estableció en el apartado referente a las faculta-
des del Comité, los Estados Partes del Pacto tienen la obli-
gación de presentar un informe general sobre la situación 
de los DESCA en su país, luego de dos años de haber ra-
tificado el Pacto, y después, cada cinco años; en estos 
últimos deben informar sobre el seguimiento y cumpli-
miento de las recomendaciones realizadas por el Comité 
mediante sus observaciones finales. 

En los Principios de Limburgo se indica que la super-
visión de la aplicación del Pacto debe enfocarse en la 
cooperación y el diálogo (principio 12), y que su eficacia 
depende de la calidad y puntualidad de los informes de 
los Estados Partes, por lo que los alientan a presentar in-
formes explícitos (principio 74). Para facilitar su presenta-
ción, recomiendan la utilización de servicios de consul-
toría y asistencia técnica (principio 75), y estiman que los 
Estados deberían considerar esa obligación como una 
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oportunidad para celebrar debates públicos sobre sus lo-
gros y planes al respecto (principio 76), así como benefi-
ciarse de la posibilidad de asociarse con Organizaciones 
No Gubernamentales para la elaboración de los informes 
(principio 77).

Para el Comité, los informes presentados por los Es-
tados tienen como objeto poderlos asistir en sus obliga-
ciones derivadas del Pacto, además de proveerlos de una 
base conforme a la cual el Ecosoc pueda descargar sus 
responsabilidades de monitoreo del cumplimiento del ci-
tado Pacto.59  

4.5. Obligaciones relacionadas con DESCA específicos

Si bien diversas observaciones generales del Comité ha-
cen referencia a las obligaciones detalladas del Estado en 
función de derechos específicos, los Principios de Lim-
burgo interpretan aspectos importantes respecto del dere-
cho a constituir sindicatos. 

El derecho a la sindicación, consagrado en el inciso 
a) del artículo 8o. del Pacto, establece: “No podrán impo-
nerse otras restricciones al ejercicio de este derecho que 
las que prescriba la ley y que sean necesarias en una socie-
dad democrática en interés de la seguridad nacional o del 
orden público, o para la protección de los derechos y li-
bertades ajenos”. En tal sentido, señala que tratándose de 
este derecho, el término “sociedad democrática” implica 
una mayor restricción al Estado que limita los derechos 
sindicales, por lo que una limitación necesaria a este de-
recho deberá responder a una urgente necesidad social o 
pública, perseguir un objetivo legítimo y ser proporcional 
al objetivo (principio 60). Considera que la seguridad na-
cional sólo se podrá invocar para justificar medidas que 

59	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General 
No. 1, “Presentación de informes por los Estados Partes”, U.N. Doc. E/1989/22, 
párr. 1. En el citado documento se establecen los objetivos que persigue el sistema 
de informes de los Estados.
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limiten derechos cuando el objeto sea defender la exis-
tencia de la nación, la integridad de su territorio o su in-
dependencia política frente a un ataque o amenaza de 
violencia (principio 63), y sólo cuando existan salvaguar-
dias adecuadas y recursos eficaces contra el abuso, no 
para imponer limitaciones vagas, tendentes a suprimir 
amenazas localizadas o relativamente aisladas al orden y 
la ley, ni como pretexto para aplicar limitaciones arbitra-
rias, y añade que la violación sistemática de los DESC es 
la que socava la seguridad nacional. 

Las observaciones generales del Comité, que desarro-
llan el contenido de derechos específicos, han establecido 
ciertos criterios de contenido básico o mínimo que deben 
observarse para dar cabal cumplimiento a los DESCA. Se 
refieren a la disponibilidad, la accesibilidad, la aceptabi­
lidad y la calidad en el acceso a los bienes y servicios, por 
medio de los cuales se da cumplimiento a algunos dere-
chos. 

La disponibilidad se refiere a la existencia de infraes-
tructura y programas suficientes para dar cobertura a los 
derechos; por ejemplo, tratándose del derecho a la salud 
es necesario contar con suficientes hospitales, médicos, 
medicinas, etcétera, para atender las necesidades de las 
personas. La accesibilidad implica la viabilidad del acce-
so a esos bienes y servicios; este criterio incluye paráme-
tros de accesibilidad física y económica, no discrimina-
ción y acceso a la información. Por accesibilidad física se 
entiende la facilidad de acceso físico y geográfico a los 
servicios; la accesibilidad económica alude a que el cos-
to de los servicios esté al alcance de todas las personas y 
se base en principios de equidad, teniendo en cuenta a 
los más pobres. La no discriminación implica que todos 
tengan acceso a los derechos y servicios en condiciones 
de igualdad. El acceso a la información consiste en que 
se tenga derecho a solicitar, recibir y difundir información 
relacionada con determinado servicio. La aceptabilidad 
implica que los bienes y servicios sean culturalmente ade-
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cuados para toda persona, sobre todo en aspectos sensi-
bles como el género, la religión y la edad. Por último, la 
calidad requiere que los bienes y servicios posean pará-
metros adecuados, confiables, higiénicos y que las insta-
laciones estén en buen estado. 

Para profundizar sobre las obligaciones derivadas 
del cumplimiento de cada derecho, se recomienda revi-
sar las observaciones generales del Comité al respecto. 

4.6. Las violaciones de los DESCA y las víctimas

El tema de las violaciones de los DESC es comprendido 
por los Principios de Limburgo (principio 72), las Direc-
trices de Maastricht y las observaciones generales del Co-
mité, tanto por aquellas que se refieren a las obligaciones 
del Estado como por las que abordan el desarrollo de de-
rechos específicos. Lo anterior obedece a que el desplie-
gue de las violaciones concretas suele ser mucho más 
ejemplificativo que su deducción a partir del señalamiento 
de las obligaciones, mucho más cuando la temática se de-
sarrolla en función de derechos específicos, ya que se 
detalla todo lo que no se debe hacer y, en consecuencia, 
se advierte lo que se debe realizar para cumplir con el 
Pacto y los DESCA.

Antes de referir explícitamente las violaciones de los 
derechos, cabe señalar que las Directrices de Maastricht 
establecen que se debe diferenciar entre la falta de capa-
cidad y la falta de voluntad del Estado para cumplir con 
sus obligaciones, y si éste argumenta que no puede cum-
plir con sus obligaciones por motivos ajenos a él mismo, 
debe comprobarlo.

Dichas Directrices comprenden una clasificación 
entre las violaciones originadas por la comisión de cier-
tos actos (directriz 14) y por la omisión de realizar ciertas 
acciones (directriz 15). Las primeras se refieren a todas 
aquellas acciones que contravengan las disposiciones del 
Pacto, mientras que las segundas implican no realizar las 
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acciones que determina el Pacto para respetar y cumplir 
los DESCA. 

Son muchos los actos mediante los que se puede 
violar este tipo de derechos e infringir las disposiciones 
del Pacto, pero mencionarlos sería demasiado extenso, 
por lo que se referirán aspectos generales al respecto, es 
decir, violaciones generales. En principio, estos derechos 
se infringen al incumplirse las tres obligaciones generales 
(respetar, proteger y cumplir). Se incumple la obligación 
de respetar si el Estado obstaculiza el goce del derecho; 
la obligación de proteger se quebranta cuando no se pre-
vienen las violaciones de alguno de los DESCA por parte 
de agentes del Estado y particulares, y, por último, la obli-
gación de cumplir se transgrede si no se adoptan las me-
didas legislativas, administrativas, presupuestarias u otras 
necesarias para dotar de efectividad a los derechos. 

Cabe recordar que, de acuerdo con las Directrices de 
Maastricht, las obligaciones recién señaladas compren-
den elementos de obligación de conducta y de obligación 
de resultado. Por ende, si no se realizan acciones con mi-
ras a conseguir el ejercicio específico de los derechos (con-
ducta) o no se alcanzan los objetivos perseguidos, se es-
taría incumpliendo con el Derecho. 

En términos generales, los DESCA se vulnerarían con 
el incumplimiento de las obligaciones señaladas en los 
párrafos anteriores, así como con la infracción a los pos-
tulados y obligaciones fundamentales, como son:

–– Las obligaciones de contenido mínimo.
–– Las obligaciones de aplicación inmediata.
–– Las obligaciones derivadas de la progresividad.
–– La prohibición de establecer medidas regresivas.
–– La prohibición de la discriminación.
–– La obligación de utilizar el máximo de los recur-
sos disponibles. 
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Con objeto de corregir las violaciones, las Directri-
ces de Maastricht establecen que los Estados deben crear 
mecanismos de vigilancia, investigación, procesamiento 
y recursos eficaces y adecuados en los ámbitos nacional 
e internacional (directriz 22) para las víctimas (directriz 
16). Para que un recurso sea efectivo, no es preciso que se 
trate de un recurso judicial, puede tratarse de alguno de 
carácter administrativo que sea accesible, no costoso y 
rápido.60 

Las víctimas tienen derecho a un resarcimiento ade-
cuado en forma de restitución, compensación, rehabilita-
ción y satisfacción, o garantías de que los hechos no se 
volverán a repetir (directriz 23), y jamás deben ser objeto 
de sanciones penales en virtud de su condición de víctima 
(por ejemplo, la penalización de la pobreza) (directriz 21).

Estas consideraciones suelen ser incluidas en las ob-
servaciones generales del Comité relativas a derechos 
específicos, las cuales consideran también que los orga-
nismos de promoción y supervisión, procuradurías y co-
misiones de derechos humanos deben conocer de las vio-
laciones a los DESCA. 

IV. Los DESCA en el Sistema 
Interamericano de Protección 

de los Derechos Humanos

Como sucedió en el ámbito de la ONU, en la Organiza-
ción de Estados Americanos, aunque la Declaración Ame-
ricana de Derechos y Deberes del Hombre incluye tanto 
DCP como DESC, y en un principio se planteó la inten-
ción de adoptar una convención que incluyera a ambas 
categorías, al final algunos países se opusieron a ello.61 

60	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, op. cit., nota 40, párr. 9.
61	 Paolo G. Carozza, “La perspectiva histórica del aporte latinoamericano al con-

cepto de los derechos económicos, sociales y culturales”, en Alicia Ely Yamin, 
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Esto ocasionó que sólo un artículo de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos hiciera alusión a los 
DESCA, por lo que más tarde se creó un documento dis-
tinto que los contemplara, lo que también originó su pro-
tección diferenciada en el ámbito americano.

Algunos especialistas afirman que la tutela de los 
DESCA en el Sistema Interamericano es un proceso en 
construcción del que aún queda mucho tramo por reco-
rrer.62 En este ámbito, uno de los aspectos más interesan-
tes es que los DESCA suelen ser protegidos mediante obli-
gaciones generales sobre el cumplimiento de los derechos 
humanos incluidos en la Convención Americana y por me-
dio de  derechos civiles y políticos específicos. 

1. La Convención Americana 
sobre Derechos Humanos

Si bien en el Preámbulo de la Convención Americana,63 
conocida como Pacto de San José de Costa Rica, se esta-
blece el propósito de consolidar un régimen de libertad 
personal y de justicia social fundado en el respeto de los 
derechos esenciales del hombre y se reitera el precepto 
establecido en la Declaración Universal en cuanto a que 
el ideal del ser humano libre y exento de temor y miseria 
únicamente puede realizarse si se crean condiciones que 
permitan a cada persona gozar tanto de sus derechos eco-
nómicos, sociales y culturales, como de los civiles y polí-
ticos, sólo el artículo 26 se refiere a los DESCA.

En ese sentido, en el propio Preámbulo de la Con-
vención se asienta que en la Tercera Conferencia Intera-
mericana, celebrada en 1967, se aprobó incorporar en la 

coord., Los derechos económicos, sociales y culturales en América Latina. Del inventario a la 
herramienta, p. 60. 

62	  Viviana Kristicevic, “La tutela de los derechos sociales en el sistema interame-
ricano”, en Alicia Ely Yamin, coord., Los derechos económicos, sociales y culturales en 
América Latina. Del inventario a la herramienta, p. 171.

63	 Adoptada el 22 de noviembre de 1969; el Estado mexicano se adhirió el 24 de 
marzo de 1981. 
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Carta de la OEA normas más amplias sobre DESC, que 
habrían de incluirse en una convención distinta que esta-
bleciera su estructura y competencia, así como su proce-
dimiento de supervisión ante los órganos encargados. 

En ese orden de ideas, en el capítulo IV de la Con-
vención, en el único precepto que se refiere a los DESC, el 
artículo 26, se establece el compromiso de los Estados de 

[…] adoptar providencias, tanto a nivel interno como 
mediante la cooperación internacional, especialmen-
te económica y técnica, para lograr progresivamente 
la plena efectividad de los derechos que se derivan 
de las normas económicas, sociales y sobre educa-
ción, ciencia y cultura

contenidas en la Carta de la OEA, reformada por el Proto-
colo de Buenos Aires, en la medida de los recursos dispo-
nibles, por vía legislativa u otros medios apropiados; por 
ello, la Convención se limita a establecer el desarrollo 
progresivo de los DESC.

Esta disposición posee casi los mismos elementos 
que el artículo segundo del PIDESC, salvo la obligación 
de utilizar hasta el máximo de los recursos disponibles en 
el logro progresivo de la plena efectividad de los DESCA, 
por lo que de alguna manera la similitud en su forma de 
realización, pese a las diferencias entre los sistemas, for-
ma un conjunto de principios común y aceptable que 
guía a los Estados en la realización de estos derechos. 

El resto de la Convención Americana consagra DCP 
para cuya violación contempla la posibilidad de que las per-
sonas, una vez cubriendo ciertos requisitos, presenten pe-
ticiones o denuncias sobre su incumplimiento ante la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos. De ese 
modo, respecto de los DESCA y en términos de la Conven-
ción, dichas quejas sólo procederían, en principio, por la 
violación del principio de progresividad establecido en 
su artículo 26. 
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2. Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

Este documento, también conocido como Protocolo de San 
Salvador,64 reconoce en su Preámbulo la relación y com-
plementariedad entre DCP y DESC, en tanto que establece 
que constituyen un todo indisoluble con base en la dig-
nidad del ser humano, por lo que no puede justificarse la 
violación de unos en aras de la realización de los otros, y 
considera la adopción del Protocolo adicional a la Con-
vención para incluir progresivamente en su régimen de 
protección a los DESCA. 

2.1. Obligaciones generales

No obstante que el artículo 26 de la Convención Ameri-
cana no aborda en su texto la obligación de adoptar me-
didas hasta el máximo de los recursos disponibles para 
lograr la efectividad de los DESC, el artículo primero del 
Protocolo sí contempla dicho aspecto, de manera casi 
idéntica al Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de la ONU. Asimismo, establece el 
compromiso de los Estados de adoptar las medidas nece-
sarias para hacer efectivos los derechos contemplados en 
el Protocolo, en caso de que éstos no estuviesen ya garan-
tizados por disposiciones legislativas o de otro carácter 
para hacerlos efectivos, así como el compromiso de ga-
rantizar su ejercicio sin discriminación alguna. 

Se establece que no podrá restringirse o menosca-
barse ningún derecho reconocido o vigente en los Esta-
dos con el pretexto de que el Protocolo no lo reconoce o 
lo protege en menor grado. En cuanto a las restricciones  
 

64	 Adoptado el 11 de noviembre de 1988 y ratificado por el Estado mexicano el 
16 de abril de 1996.
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y limitaciones de los DESCA, se prevé que sólo podrán 
establecerse mediante leyes promulgadas con objeto de 
preservar el bienestar general de las sociedades democrá-
ticas, en tanto no contradigan el propósito y la razón de 
los mismos. 

De lo anterior se observa una gran similitud con lo 
establecido en el ámbito del Sistema Universal de Protec-
ción a los Derechos Humanos. Por ende, como ya se 
apuntaba, a pesar algunas diferencias entre los sistemas 
de protección, el ámbito de los DESCA en general posee 
un conjunto común de principios que pueden reivindi-
carse de forma general, para coadyuvar a su protección. 

2.2. Derechos reconocidos en el Protocolo

El Protocolo reconoce los siguientes derechos:

–– Derecho al trabajo (artículo 6o.).
–– Derecho a condiciones justas, equitativas y satis-
factorias de trabajo (artículo 7o.).

–– Derechos sindicales (artículo 8o.).
–– Derecho a la seguridad social (artículo 9o.).
–– Derecho a la salud (artículo 10).
–– Derecho a un medio ambiente sano (artículo 11).
–– Derecho a la alimentación (artículo 12).
–– Derecho a la educación (artículo 13).
–– Derecho a los beneficios de la cultura (artículo 14).
–– Derecho a la constitución y protección de la fami-
lia (artículo 15).

–– Derechos de la niñez (artículo 16).
–– Derecho a la protección de los ancianos (artículo 
17).

–– Derecho a la protección de las personas con dis-
capacidad65 (artículo 18).

65	 Aunque en el tiempo de la adopción del Protocolo fuese aceptable el término 
“minusválidos”, en la actualidad el término adecuado para referirse a quienes 
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De la misma manera que en el PIDESC, el Protocolo 
de San Salvador incluye aspectos relativos al contenido de 
los derechos, y pautas en las obligaciones de los Estados 
para cumplir con ellos. Una de las diferencias que se pue-
den encontrar entre ambos documentos en cuanto al re-
conocimiento de los derechos consiste en que el Protoco-
lo comprende por separado el derecho a la alimentación 
(con independencia del derecho al nivel de vida), contem-
pla un artículo relativo al derecho a la constitución y pro-
tección de la familia y otros derechos no incluidos expre-
samente en el PIDESC, como el derecho al medio ambiente, 
derechos específicos de la niñez, de los ancianos a ser 
protegidos y de las personas con discapacidad. Aunque el 
contenido de los derechos es muy similar en uno y otro 
documento, el Sistema Interamericano se caracteriza, en 
términos generales, por especificar de manera más deta-
llada el contenido de los derechos y, por tanto, suele con-
templar una mayor protección. 

Derecho al trabajo. Considera la oportunidad de te-
ner los medios para llevar una vida digna y decorosa 
mediante el desempeño de una actividad lícita, li-
bremente escogida o aceptada, para lo cual los Esta-
dos se comprometen a adoptar medidas que garanti-
cen su plena efectividad, en particular las relacionadas 
con el logro del pleno empleo, la orientación voca-
cional y el desarrollo de proyectos de capacitación 
técnico-profesional, en particular los destinados a 
las personas con discapacidad, así como a ejecutar 
programas que coadyuven a atender, de manera ade-
cuada, a las familias y la igualdad entre hombres y 
mujeres en el ejercicio del derecho al trabajo. 

padecen algún tipo de discapacidad es el de “personas con discapacidad”, con-
siderado un término no peyorativo que antepone a la discapacidad su dignidad 
como personas. En adelante se utilizará este término.
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Derecho a condiciones justas, equitativas y satisfac­
torias de trabajo. Se establece que los Estados deben 
garantizar remuneraciones que permitan una subsis-
tencia digna y salarios equitativos e iguales por tra-
bajos iguales; el derecho de los trabajadores a seguir 
su vocación y a cambiar de empleo; el derecho al 
ascenso en función de parámetros de calificaciones, 
competencia, probidad y tiempo de servicio; el de-
recho a la estabilidad laboral y el derecho a una in-
demnización o readmisión por despido injustifica-
do; el derecho a la seguridad e higiene en el trabajo; 
la prohibición del trabajo nocturno, insalubre o peli-
groso para los niños y el establecimiento de una jor-
nada reducida para los menores de 16 años; la limi-
tación razonable de las horas de trabajo diarias y 
semanales, y su reducción para trabajos peligrosos, 
además del descanso, el disfrute del tiempo libre, las 
vacaciones pagadas y la remuneración de los días de 
fiesta nacional. 

Derechos sindicales. Consisten en los derechos a or-
ganizar sindicatos, a afiliarse a ellos y a no ser obligado 
a pertenecer a ninguno; que éstos formen federaciones 
y confederaciones nacionales; formen organizaciones 
sindicales internacionales y se afilien, además de la 
obligación de los Estados de permitir que los sindica-
tos funcionen libremente. Reconoce también el dere-
cho de huelga y establece que el ejercicio de estos 
derechos sólo se puede sujetar a las restricciones pre-
vistas en las leyes, propias de las sociedades demo-
cráticas y necesarias para la salvaguardia de intereses 
de carácter público.

Derecho a la seguridad social. Éste comprende el ac-
ceso a sistemas de seguridad social y establece expre-
samente que en caso de la muerte del beneficiario, las 
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prestaciones se apliquen a sus dependientes. Si las per-
sonas están trabajando, el derecho debe incluir, por lo 
menos, atención médica y el subsidio o jubilación en 
casos de accidente de trabajo, enfermedad profesional 
y, tratándose de trabajadoras, licencias retribuidas por 
maternidad antes y después del parto. 

Derecho a la salud. Concebido como el derecho al 
disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental 
y social, para lo cual se establece el compromiso de 
los Estados de reconocer la salud como un bien pú-
blico y de adoptar ciertas medidas para garantizarlo, 
como son la atención primaria de la salud (incluida 
la asistencia sanitaria esencial al alcance de todos); la 
inmunización contra las principales enfermedades 
infecciosas; la prevención y tratamiento de enferme-
dades endémicas, profesionales y de otra índole; la 
educación sobre la prevención y el tratamiento de 
problemas de salud, y la satisfacción de las necesi-
dades de salud de los grupos de más alto riesgo y en 
situación de vulnerabilidad. 

Derecho a un medio ambiente sano. Comprende tan-
to el derecho a vivir en un medio ambiente sano, 
como a contar con servicios públicos básicos, para lo 
cual los Estados deben promover la protección, pre-
servación y mejoramiento del ambiente. 

Derecho a la alimentación. Incluye el derecho a una 
nutrición adecuada que asegure la posibilidad de 
gozar del más alto nivel de desarrollo físico, emocio-
nal e intelectual, para lo cual se establece el com-
promiso de los Estados de perfeccionar los métodos 
de producción, aprovisionamiento y distribución de 
los alimentos mediante la promoción de una mayor 
cooperación internacional en apoyo a las políticas 
alimentarias nacionales. 
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Derecho a la educación. Considerado como un de-
recho de todas las personas, se especifica que debe 
orientarse al pleno desarrollo de la personalidad hu-
mana y del sentido de su dignidad, mediante el for-
talecimiento del respeto por los derechos humanos, 
el pluralismo ideológico, las libertades fundamenta-
les, la justicia y la paz. De igual modo, debe dirigirse 
a capacitar a las personas para participar en socieda-
des democráticas y pluralistas, lograr una subsisten-
cia digna y favorecer la comprensión, la tolerancia y 
la amistad entre todas las naciones y los grupos. Para 
lograr su pleno ejercicio se prevé que la enseñanza 
primaria sea obligatoria y gratuita; la enseñanza se-
cundaria en todas sus formas sea generalizada y ac-
cesible a todos, tendiendo a su gratuidad; la ense-
ñanza superior también tiene que ser accesible a 
todos, sobre la base de la capacidad de cada indivi-
duo y mediante la implantación progresiva de su 
gratuidad. Asimismo, se establece la obligación de 
fomentar o intensificar, en lo posible, la educación 
básica para quienes no la hayan recibido o termina-
do, y la creación de programas de enseñanza diferen-
ciada para personas con discapacidad. Por último, 
se incluye el derecho de los padres a elegir la educa-
ción de sus hijos y la libertad de particulares y enti-
dades para establecer y dirigir instituciones de ense-
ñanza.

Derecho a los beneficios de la cultura. El derecho 
comprende tres aspectos principales: el derecho a 
participar en la vida cultural y artística de la comuni-
dad, a gozar de los avances del progreso científico y 
tecnológico, así como a beneficiarse de la protec-
ción de los intereses morales y materiales correspon-
dientes, por razón de las producciones científicas, 
literarias o artísticas de que se sea autor. Para ello, 
los Estados deben adoptar medidas para conservar y 
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desarrollar la difusión de la ciencia, la cultura y el 
arte; respetar la libertad para la investigación cientí-
fica y la actividad creadora, y propiciar una mayor 
cooperación internacional en la materia. 

Derecho a la constitución y protección de la familia. 
Implica su protección por parte del Estado, que debe 
velar por el mejoramiento de su situación moral y 
material; recibir atención y ayuda especiales para las 
madres antes y después del parto; garantizar a los ni-
ños una alimentación adecuada en la lactancia y en 
la edad escolar; adoptar medidas especiales para 
proteger a los adolescentes con el fin de garantizar la 
plena maduración de sus capacidades físicas, intelec-
tuales y morales; ejecutar programas de formación fa-
miliar, con el propósito de contribuir a la creación de 
un ambiente estable y positivo para los niños, así como 
el derecho de las personas a formar una familia. 

Derechos de la niñez. Establece el derecho de los ni-
ños a las medidas de protección que su condición 
requiere por parte de su familia, de la sociedad y del 
Estado; el derecho a crecer al amparo y bajo la res-
ponsabilidad de sus padres; el derecho a no ser sepa-
rados de sus madres, salvo por circunstancias excep-
cionales reconocidas judicialmente; el derecho a la 
educación gratuita y obligatoria en su fase elemental, 
y a continuar su formación educativa. 

Derechos a la protección de los ancianos. Se estable-
ce el derecho a una protección especial durante la 
ancianidad, para lo cual se deben adoptar progresi-
vamente las medidas necesarias para proporcionar-
les instalaciones adecuadas, y alimentación y aten-
ción médica especializada a quienes carezcan de 
ella y no puedan proporcionárselas por sí mismos, 
así como ejecutar programas laborales para otorgar-
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les la posibilidad de realizar actividades productivas 
adecuadas a sus capacidades y respetando su voca-
ción o deseos, así como estimular la formación de 
organizaciones sociales destinadas a mejorar su ca-
lidad de vida. 

Derechos a la protección de las personas con disca­
pacidad. Se reconoce su derecho a recibir atención 
especial, con objeto de alcanzar el máximo desarrollo 
de su personalidad. Con tal fin, los Estados estable-
cen el compromiso de adoptar las medidas necesa-
rias para ejecutar programas destinados a proporcio-
narles los recursos y el ambiente adecuado para 
alcanzar ese objetivo, incluidos programas laborales 
de acuerdo con sus posibilidades, que sean libre-
mente aceptados por ellos o sus representantes lega-
les; proporcionar la formación especial a sus familia-
res con la finalidad de ayudarlos a resolver problemas 
de convivencia; incluir en los planes de desarrollo 
urbano la consideración de soluciones a sus requeri-
mientos específicos, y estimular la formación de or-
ganizaciones sociales en las que puedan desarrollar 
una vida plena. 

2.3. Mecanismos de supervisión

En cuanto a los medios de supervisión, el artículo 19 es-
tablece la obligación de los Estados de presentar informes 
periódicos sobre las medidas progresivas adoptadas para 
garantizar el respeto a los derechos del Protocolo. Sólo 
por las violaciones de los derechos sindicales (artículo 
8o.) y del derecho a la educación (artículo 13) habrá lu-
gar a la posibilidad de interponer peticiones individuales 
ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
que, en su caso, lleguen a ser dirimidas por la Corte Intera-
mericana. Posteriormente se establece que, al margen de 
ello, la Comisión puede formular observaciones y reco-
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mendaciones sobre la situación de los DESCA en los Esta-
dos Partes, teniendo en cuenta su naturaleza progresiva. 

Lo anterior no significa que el Protocolo no sea obli-
gatorio, ya que se contempla la presentación de informes 
periódicos sobre el cumplimiento de los DESCA ante el 
Secretario General de la OEA, quien los transmitirá a la 
Comisión Interamericana; ésta puede informar de las si-
tuaciones que considere pertinentes en sus informes anua-
les o en informes de carácter especial. 

Aunque solamente por la violación de los dos dere-
chos mencionados se podrán interponer peticiones indivi-
duales ante el sistema, existen diversas estrategias para la 
defensa del resto de los DESCA en este ámbito, como se 
verá en el siguiente apartado. 

3. La Comisión y la Corte Interamericanas 
de Derechos Humanos

A pesar de la limitación para interponer comunicaciones 
por la violación de los DESCA ante el Sistema Interamericano, 
primero se debe aclarar que las peticiones individuales no 
constituyen el único medio de protección ante el mismo. 

Si recordamos brevemente las funciones de los órga-
nos del SIDH, encontraremos que la Comisión tiene cier-
tas competencias de carácter político, entre las que se 
encuentran la realización de visitas in loco y la elabora-
ción de informes sobre la situación general de los dere-
chos humanos en los Estados miembros de la OEA que 
pueden abordar la situación de los DESCA. Asimismo, tiene 
competencia para recibir las comunicaciones individuales 
de personas que en los Estados consideren violados sus de-
rechos humanos, mismas que examina en caso de que 
cubran los requisitos establecidos para ello. Dichas peti-
ciones pueden seguir su procedimiento ante la misma Co-
misión, pudiendo llegarse a una solución amistosa, a pu-
blicar el caso en sus informes anuales o a remitirse a la 
Corte Interamericana para su conocimiento.
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La Corte Interamericana, por su parte, tiene dos fun-
ciones o competencias, la consultiva y la contenciosa. 
Mediante la primera responde a consultas que le hacen 
los Estados de la OEA o sus órganos sobre la aplicación e 
interpretación de las disposiciones de la Convención 
Americana, y ante las que, como respuesta, emite las lla-
madas opiniones consultivas. La función contenciosa es 
aquella mediante la cual, en su carácter de tribunal, co-
noce de casos sometidos por los Estados o por la propia 
Comisión Interamericana en los que se alegue la viola-
ción de los derechos humanos consagrados por la Con-
vención y, en su caso, por el Protocolo. Es preciso men-
cionar que sus fallos constituyen sentencias definitivas e 
inapelables.

En ese sentido, si bien podría parecer que en el ám-
bito de los DESCA sólo los asuntos relativos a su progresi-
vidad, a los derechos sindicales o al derecho a la educa-
ción podrían llegar a conocimiento tanto de la Comisión 
como de la Corte, dicha consideración es errónea, ya que 
la protección a los DESCA en este sistema puede darse no 
únicamente por la vía directa que implica señalar viola-
ciones del artículo 26 de la Convención o a los artículos 
8 (derechos sindicales) y 13 (derecho a la educación) del 
Protocolo de San Salvador, sino que la misma es posible 
por otras vías. Éstas pueden darse por medio de una inter-
pretación extensiva o flexible de algunos derechos civiles 
y políticos por parte de los órganos protectores del siste-
ma (Comisión y Corte), o por la vía de la conexidad entre 
derechos ante el señalamiento de violaciones de dere-
chos civiles y políticos específicos relacionadas con el 
goce de los DESC. 

3.1. Interpretación extensiva o flexible de derechos 
civiles o políticos

Como es bien sabido, los derechos humanos son dere-
chos interdependientes entre sí, muy ligados unos y otros, 
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por lo que en muchas ocasiones la violación de uno de 
ellos implica la violación de otros más. Por ejemplo, las 
violaciones del derecho al medio ambiente o al derecho 
a la alimentación pueden ocasionar violaciones del dere-
cho a la salud, y las violaciones de este último pueden 
ocasionar, incluso, violaciones del derecho a la vida. 

Un ejemplo ilustrativo al respecto es el caso Víctor 
Rosario Congo vs. Ecuador,66 en el que la falta de aten-
ción médica adecuada causó la muerte de la víctima. En 
este caso, la Comisión estableció la violación del derecho 
a la vida e hizo al Estado recomendaciones sobre políticas 
de salud en las que requirió que se proporcionara aten-
ción médica de carácter psiquiátrico en los centros peni-
tenciarios. 

El caso Villagrán Morales vs. Guatemala,67 conocido 
como “Niños de la calle”, es el más interesante en cuanto  
a la interpretación extensiva del derecho a la vida. Se re-
fiere a unos jóvenes que vivían en situación de miseria en 
las calles de la ciudad de Guatemala, quienes fueron se-
cuestrados y asesinados por agentes del Estado. En este 
caso, la Corte, refiriéndose a la situación de pobreza y 
marginación de los jóvenes, estableció que el derecho a 
la vida comprende el derecho a que no se impida el ac-
ceso a las condiciones que garanticen una existencia dig-
na, por lo que los Estados tienen la obligación de garanti-
zar las condiciones requeridas para que no se produzcan 
violaciones del derecho a la vida, así como de impedir 
que agentes estatales atenten contra él. 

Resulta interesante que, más allá de la obvia viola-
ción del derecho a la vida de los jóvenes, ocasionada por 
la conducta de los agentes del Estado, se consideró que la 
condición de miseria de los muchachos originaba por sí 

66	 Véase Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No. 63/99, 
Caso 11.427, Víctor Rosario Congo vs. Ecuador, 13 de abril de 1999. 

67	 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso de los “Niños de la Calle” 
(Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre 
de 1999. Serie C, No. 63. 



Panorama general de los DESCA

81

misma una violación del derecho a la vida, y al estable-
cer como parte de este derecho las condiciones que ga-
rantizaran una existencia digna, vinculó a los DESC como 
integrantes del derecho a la vida, debido a que sin la sa-
tisfacción de las necesidades básicas es imposible el ejer-
cicio de cualquier derecho humano.

3.2. Violaciones de derechos civiles y políticos 
en conexidad con el goce de los DESCA

Estos casos se originan cuando se argumenta la violación 
de derechos incluidos en la Convención Americana, como 
el derecho a las garantías judiciales (artículo 8o.), el dere-
cho a la no discriminación (artículos 1o. y 24) o el derecho 
a la protección judicial (artículo 25), en relación con el 
goce de los DESCA, como puede observarse en los párra-
fos siguientes. 

Argumentándose violaciones de los derechos a las ga-
rantías judiciales y a la protección judicial, entre otros de-
rechos civiles y políticos, el caso Baena Ricardo y otros 
vs. Panamá68 fue dirimido ante la Corte. Las víctimas ex-
presaron que tras participar en una manifestación habían 
sido despedidas de sus empleos, acusadas de complici-
dad en un levantamiento militar, y que posteriormente 
fueron víctimas de violaciones en los procesos judiciales 
seguidos para resolver su situación laboral. Al respecto, la 
Corte resolvió que los despidos laborales sin respeto a las 
garantías judiciales tuvieron graves repercusiones so-
cioeconómicas para las víctimas, y, entre otras cosas, sen-
tenció al Estado a restablecerlas en sus cargos o brindar-
les alternativas de empleo con respeto a las condiciones, 
salarios y remuneraciones que tenían al ser despedidas, y 
en caso de que ello no fuera posible, indemnizarlas con-

68	 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Baena Ricardo y otros vs. 
Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie 
C, No. 72. 
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forme al derecho laboral interno. De esta manera, el ar-
gumento sobre violaciones del derecho a las garantías 
judiciales ocasionó a las víctimas diversos problemas de 
carácter socioeconómico, lo que ocasionó que la Corte 
obligara al Estado a la restitución o compensación de di-
cha situación.

Respecto del señalamiento de la violación del dere-
cho a la igualdad o a la no discriminación, la Comisión 
Interamericana conoció el caso Mónica Carabantes Ga-
lleguillos vs. Chile,69 sobre una estudiante que por quedar 
embarazada fue expulsada del colegio, y a pesar de haber 
interpuesto los recursos legales disponibles en su país, las 
resoluciones resolvieron como lícita su expulsión. El trá-
mite ante la Comisión fue sometido a una solución amisto-
sa, por medio de la cual el Estado le otorgó una beca para 
que continuara su educación superior y otra para la ins-
trucción secundaria y superior de su hija, además de rea-
lizar un acto simbólico de desagravio, lo que protegió el 
derecho de la estudiante a la educación. 

En estos casos se observa cómo a partir del señala-
miento de violaciones de derechos civiles y políticos, 
como los derechos a las garantías judiciales y a la no dis-
criminación, relacionados con el goce de DESCA, por 
ejemplo los derechos laborales y el derecho a la educa-
ción, estos últimos fueron resarcidos y protegidos.

3.3. Otros resultados favorables en la protección 
de los DESC

A partir de las sentencias de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos relacionadas con el goce de los DESC 
de grupos en situación de particular vulnerabilidad —ya 
sea que se haya argumentado o no la violación del artículo 

69	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No. 32/02, Solución 
Amistosa, Petición 12.046, Mónica Carabantes Galleguillos vs. Chile, 12 de mar-
zo de 2002. 
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26 de la Convención Americana, sobre el desarrollo pro-
gresivo de estos derechos—, se detectaron varios casos 
en los que, por distintas razones, ciertos grupos o comu-
nidades indígenas se vieron privados de sus tierras ances-
trales, lo cual les ha acarreado afectaciones como vivir en 
condiciones de profunda marginación. Al respecto, la 
Corte ha sentenciado a los Estados a crear fondos y progra-
mas de desarrollo comunitario que comprendan el suminis-
tro de energía eléctrica, agua potable e infraestructura sani-
taria, así como proyectos educacionales, habitacionales, 
agrícolas y de salud en beneficio de los miembros de la 
comunidad.70

En uno de esos casos, y mientras se realizaba la cons-
trucción del fondo, ordenó el suministro inmediato y pe-
riódico de agua, alimentos, atención médica, medicinas y 
materiales escolares a los miembros de la comunidad,71 y en 
el texto de la sentencia abordó las obligaciones del Esta-
do en materia de los derechos al medio ambiente, a la 
salud, a la alimentación, a la educación y a la cultura, en 
virtud de su ratificación del Protocolo de San Salvador. 

Todo lo anterior demuestra que, a pesar de las limi-
taciones, el SIDH puede y se pronuncia de distintas for-
mas en la protección de los DESC. 

V. Exigibilidad y justiciabilidad 
de los DESCA

A partir de las interpretaciones y mecanismos de salva-
guardia de los organismos internacionales de protección a 
los derechos humanos, los derechos económicos, socia-
les, culturales y ambientales son justiciables, como cual-

70	 Por ejemplo, los casos de las comunidades indígenas Yakye Axa vs. Paraguay, 
Xámoc-Kásek vs. Paraguay, Moiwana vs. Surinam y Pueblo Sarmaka vs. Surinam.

71	 Véase Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Comunidad Indígena 
Yakye Axa vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de junio 
de 2005. Serie C, No. 125. 
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quier otro derecho humano; no obstante, el primer nivel 
para su justiciabilidad se da al interior de los Estados. 

Para que los derechos sean considerados verdaderos 
derechos fundamentales se requiere que, en principio, 
estén reconocidos en las constituciones. La Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, por ejemplo, 
reconoce a la mayoría de los DESCA incluidos en los tra-
tados internacionales analizados en este fascículo. Al hacer 
un breve repaso se advierten, por ejemplo, los derechos a 
la educación (artículo 3o.), a la atención de la salud, al 
medio ambiente, a la cultura y los derechos de las niñas 
y los niños (artículo 4o.), además del derecho al trabajo y 
los derechos laborales (artículo 123). En cuanto a los de-
rechos no reconocidos en la Constitución, también es po-
sible exigir su justiciabilidad, por estar incluidos en con-
venciones obligatorias ratificadas por el Estado mexicano, 
como se verá más adelante. 

No obstante, es necesario que el Estado realice las ac-
ciones necesarias para garantizar la efectividad de los dere-
chos, pues precisamente el aspecto fundamental de su 
reconocimiento radica en lograr su efectividad, como se-
ñala el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales. En ese sentido, Pisarello indica que, antes que el 
Poder Judicial, diversos órganos e instituciones pueden 
intervenir en la protección de los derechos: órganos legis-
lativos, administrativos y de control. 

La función del Poder Legislativo en la configuración 
de los derechos en las leyes es fundamental; de él se de-
manda que establezca, de la manera más precisa posible, 
el contenido de los derechos conforme a los parámetros 
internacionales definidos al respecto (de preferencia), así 
como la identificación de las autoridades responsables de 
cumplirlos y sus obligaciones. Es importante considerar 
que para lograr dicho cumplimiento es necesario adoptar 
medidas relacionadas con cuestiones presupuestales, in-
fraestructura, programas y políticas públicas, reglamentos 
administrativos y capacitación de servidores públicos.
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En México, algunas de estas leyes son la Ley General 
de Salud, la Ley General de Educación, la Ley Federal del 
Trabajo, la Ley de Vivienda, y la Ley para la Protección de 
Niñas, Niños y Adolescentes, y la Ley General de Equili-
brio Ecológico y Protección al Ambiente, entre otras. Al-
gunas de ellas, como la señalada en último lugar, poseen 
recursos administrativos para subsanar las infracciones 
cometidas en su contra. En ocasiones, con la tramitación 
de un recurso de este tipo se puede dar cumplimiento a 
un derecho, evitar su vulneración o, en su caso, que la 
misma continúe. 

La actuación de órganos de control estaría represen-
tada en nuestro país por la intervención del sistema de 
protección no jurisdiccional de los derechos humanos, 
integrado por la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos (CNDH) y los organismos respectivos en las enti-
dades federativas, cuyo fin, de acuerdo con lo estableci-
do en el artículo 102, apartado B, de la Constitución, es 
la protección de los derechos humanos que ampara el 
orden jurídico del país.

Estos organismos tienen competencia para conocer 
de las quejas de las personas en contra de actos u omisio-
nes administrativas de las autoridades o servidores públi-
cos que violen sus derechos humanos, con excepción de 
las quejas en contra de los representantes del Poder Judi-
cial de la Federación (para lo cual se puede acudir al 
Consejo de la Judicatura Federal), y que no se trate de 
asuntos electorales y jurisdiccionales, ya que para ello 
existen instituciones especializadas, como el Instituto Fe-
deral Electoral (IFE) y el propio Consejo de la Judicatura.

Cabe señalar que los organismos de protección no ju-
risdiccional de los derechos humanos en México tienen 
las facultades de llevar a conciliación las quejas en trámi-
te, con la finalidad de llegar a arreglos que subsanen las 
violaciones, así como realizar recomendaciones públicas, 
denuncias y quejas ante las autoridades correspondientes 
en la protección de los derechos de las personas. La 
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CNDH ha emitido cientos de Recomendaciones para salva-
guardar los DESC, entre las que destacan principalmente 
las relativas al derecho a la protección de la salud, al de-
recho a la educación y a los derechos de la niñez, entre 
otros, además de emitir informes sobre el Índice Estatal de 
Cobertura de los Derechos Económicos, Sociales, Cultu-
rales y Ambientales (IEDESCA).72 

Respecto de la actuación de los tribunales en la jus-
ticiabilidad de los DESCA, Pisarello advierte que ésta no 
es una cuestión de todo o nada, sino un concepto gradua-
ble y variable que, de acuerdo con el contexto, puede 
consistir en distintos tipos de intervenciones, ya sea para 
prevenir la violación de un derecho mediante la emisión 
de medidas cautelares con objeto de protegerlo, para conde-
nar a las autoridades responsables por su vulneración o 
para ordenar el restablecimiento en su goce.

Una de las razones que se han esgrimido para explicar 
la incapacidad de los jueces en la salvaguardia de los DESCA 
es que no pueden disponer sobre el destino de los recursos 
públicos. Sin embargo, también según Pisarello, debe te-
nerse en cuenta que no todas las intervenciones de los 
jueces en la protección de estos derechos tiene que ver 
con el destino de los recursos económicos, ya que pue-
den señalar que una política pública es discriminatoria y 
ordenar subsanarla, o emitir medidas precautorias y orde-
nar acciones que dejen de vulnerar derechos, como por 
ejemplo ordenar que se suspenda el vertido de desechos 
tóxicos en un río, con lo que se protege el derecho al 
medio ambiente. 

Por otra parte, y teniendo en cuenta las obligaciones 
de los Estados en el cumplimiento de los DESCA, cabe 
recordar que existen obligaciones mínimas de cumplimien-
to. Al respecto, es inaceptable que las autoridades argu-
menten la carencia de recursos, con lo que en definitiva 

72	 Véase Comisión Nacional de los Derechos Humanos, Derechos económicos, sociales, 
culturales y ambientales en México. Un índice de cobertura por entidad federativa.
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se estaría faltando a lo establecido por el principio de 
progresividad. 

En ese sentido, es importante destacar la resolución 
de la autoridad judicial en la ejecutoria del amparo admi-
nistrativo 1157/2007-II, asunto en el que el delegado muni-
cipal y miembros del Comité de Salud de la comunidad 
de Mini Numa, en el municipio de Metlatónoc, Guerrero, 
solicitaron la protección de la justicia federal por la vio-
lación del derecho a la protección de la salud, debido a 
que la casa de la salud de la comunidad73 carecía de per-
sonal, mobiliario y medicamentos. La resolución deter-
minó la vulneración de las garantías del artículo 4o. 
constitucional en contra de los quejosos, quienes no te-
nían la posibilidad de acceder a servicios de salud en 
condiciones de igualdad. En consecuencia, ordenó a la 
autoridad responsable cumplir de manera inmediata con 
el acceso a la salud y proporcionar a las casas de la salud 
de la comunidad y del municipio los elementos básicos o 
necesarios para su buen funcionamiento, sin que se pudiera 
alegar falta de presupuesto, al considerar que ésta no es 
razón justificable para excusar el cumplimiento de una 
obligación constitucional. 

En la sentencia se fundamentó la necesidad de cum-
plir con el derecho, no sólo por tratarse de un derecho 
constitucional, sino por estar incluido en los distintos ins-
trumentos internacionales de los que el Estado mexicano 
es parte, como la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos, el PIDESC, la Carta de las Naciones Unidas, la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, así 
como las interpretaciones del Comité de DESC sobre el 
Pacto, en particular las observaciones 3 y 14, relativas a las 
obligaciones de los Estados Partes y al derecho a la salud, 
respectivamente. 

73	 Destinadas a la atención de la salud en las comunidades rurales dispersas, para 
acercarles servicios de calidad mediante la eliminación de barreras geográficas, 
culturales y organizacionales. 
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Tratándose de DESCA que no se encuentren recono-
cidos en la Constitución, pero sí en los instrumentos inter-
nacionales vinculantes de la materia, de los que México 
es parte, a partir de la reforma constitucional en materia 
de derechos humanos74 es posible exigir su cumplimiento 
directamente, ya que el artículo 1o. establece que todas 
las personas gozarán de los derechos humanos reconoci-
dos en la misma y en los tratados internacionales de los 
que el Estado mexicano sea parte, así como de las garan-
tías para su protección.

Ordena que las normas relativas a los derechos hu-
manos sean interpretadas conforme a la Constitución y 
los tratados internacionales al respecto, favoreciendo una 
protección más amplia a las personas, y obliga a las auto-
ridades a promoverlos, respetarlos, protegerlos y garanti-
zarlos (de manera similar a las tres obligaciones funda-
mentales en materia de derechos humanos), conforme a 
los principios de universalidad, interdependencia, indivi-
sibilidad y progresividad, por lo que el Estado tiene el 
compromiso de prevenir, investigar, sancionar y reparar 
las violaciones de los mismos.

En ese sentido, los principios de universalidad, inter-
dependencia e indivisibilidad se refieren en gran medida 
a la igualdad entre derechos civiles y políticos y DESCA, 
mientras que la progresividad reconoce el carácter de és-
tos, mismo que debe ser interpretado conforme a los pa-
rámetros internacionales correspondientes, por lo que la 
obligación de cumplir con los DESCA es aún más clara en 
función de la reforma constitucional. 

Los DESCA son justiciables y, en caso de que la jus-
ticiabilidad falle en el ámbito nacional, se puede acudir a 
la protección subsidiaria de los organismos internaciona-
les de protección a los derechos humanos. 

En el ámbito universal existe el sistema de informes, 
establecido en los artículos 16 y 17 del PIDESC ante su 

74	 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el viernes 10 de junio de 2011.



Panorama general de los DESCA

89

Comité o el mecanismo derivado de su Protocolo Facul-
tativo, que una vez que el Estado mexicano lo ratifique y 
entre en vigor, podría conocer sobre denuncias indivi-
duales o grupales. Además, si se declara la aceptación de 
su competencia en cuanto al sistema de investigación, 
podría ser utilizado cuando se presentaran violaciones 
graves o sistemáticas de los DESCA. También puede acu-
dirse a los órganos de los tratados que establecen Comités 
para su vigilancia en su posible relación con la violación de 
los DESCA; por ejemplo, al Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer, al Comité de los Derechos 
del Niño y al Comité de los Derechos de las Personas con 
Discapacidad.

En el entorno regional de protección a los derechos 
humanos, una primera instancia en la protección de los 
DESCA podría ser el sistema de informes sobre la situa-
ción de los derechos humanos en los Estados, y una se-
gunda etapa podría abrirse mediante la presentación de 
una petición individual ante la Comisión Interamericana, 
su tramitación en ese espacio y su posible transferencia 
para que el caso sea conocido por la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos. Si bien todo ello quiza consti-
tuya un procedimiento extremadamente lento, los resul-
tados podrán ser favorables para la protección de los 
DESCA. 

Evidentemente, el hecho de afirmar la posibilidad de 
justiciabilizar los DESCA no implica negar las cuantiosas 
condiciones de injusticia y desigualdad social para millo-
nes de personas en el mundo entero y en nuestro país. El 
problema de la pobreza es multifactorial, y es claro que 
los Estados no cumplen al pie de la letra sus obligaciones 
derivadas del Pacto en cuanto a la no regresividad, la pro-
gresividad y la utilización al máximo de sus recursos dis-
ponibles. Sin embargo, lo que se pretende es divulgar la 
naturaleza de estas obligaciones y los derechos de las 
personas al respecto, de modo que día con día se tengan 
mayores instrumentos para evitar las violaciones de los 
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DESCA, y visibilizar que a pesar de los obstáculos en el 
camino, existen diversas posibilidades para hacerlos exi-
gibles y conseguir su justiciabilidad en muchos casos. 

Reflexiones finales 

Si bien los DESCA son derechos fundados en el principio 
de igualdad material, cuyo objeto se relaciona con la sa-
tisfacción equitativa de las necesidades básicas y con el 
ideal de que todas las personas gocen de condiciones de 
vida digna, a su vez contribuyen y complementan el ejer-
cicio de los derechos civiles y políticos, por lo que las 
caracterizaciones que pretendan resaltar las diferencias o, 
más aún, la superioridad entre una y otra categoría de de-
rechos, deben quedar atrás, pues ya han sido sustituidas 
por la comprensión de interdependencia, integralidad e 
indivisibilidad de todos los derechos humanos. Así, para 
que ambas categorías se realicen plenamente, deben ser 
respetadas y promovidas en igualdad de condiciones.

La labor de los organismos internacionales de protec-
ción de los derechos humanos ha sido fundamental en el 
desarrollo de los DESCA, al grado de que, a pesar de las 
variadas obligaciones reconocidas para el cumplimiento 
de las distintas categorías o generaciones de derechos, 
hoy en día es injustificable argumentar el incumplimiento 
de los DESCA en virtud de alguna de las concepciones 
que tienden a descalificarlos o diferenciarlos. 

Es fundamental que los Estados vuelvan la cara hacia 
las resoluciones de los organismos internacionales res-
pecto del cumplimiento de los DESCA, que tengan en cuen-
ta la jurisprudencia desarrollada por el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, así como la 
resolución de casos, tanto de la Comisión Interamericana 
como de la Corte respectiva, y que flexibilicen las posi-
ciones antagónicas a estos derechos, lo que sin duda re-
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dundará en mejores condiciones de vida para las perso-
nas y mejorará el ejercicio de los derechos civiles y 
políticos. 

En México, para superar muchas de las carencias y 
violaciones de las normas protectoras de estos derechos, 
es necesario un mayor compromiso con su cumplimien-
to; que se encamine, de manera primordial, a adoptar las 
políticas públicas necesarias, tanto para reducir la pobre-
za y mejorar las condiciones de vida de las personas, 
como para dar un adecuado cumplimiento a los derechos 
a la educación, a la salud, al trabajo, al medio ambiente, 
etcétera. 

Asimismo, es fundamental que las autoridades e ins-
tituciones gubernamentales den cabal cumplimiento a 
los mandatos constitucionales y tratados internacionales, 
y que cada instancia (Poderes Legislativo y Judicial, auto-
ridades administrativas y órganos de control) haga el tra-
bajo que le corresponde realizar en función del cumpli-
miento de estos derechos. La realidad ha demostrado que 
con voluntad política, mecanismos y procedimientos ju-
rídicos adecuados y acordes con los parámetros interna-
cionales, no es sólo deseable, sino posible exigir y justi-
ciabilizar los DESCA, tanto en el ámbito nacional como 
en el internacional, de acuerdo con los distintos sistemas 
de protección. 
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•  Los derechos sexuales y 
reproductivos: estándares  
del Sistema Interamericano  
de Derechos Humanos  
Julie Diane Recinos

•   Guía de Jurisprudencia de  
la Corte Interamericana  
de Derechos Humanos  
Jacqueline Pinacho Espinosa

•  El control de convencionalidad 
en la jurisprudencia de  
la Corte Interamericana  
de Derechos Humanos  
Silvia Serrano Guzmán

•  La responsabilidad internacional 
de los Estados derivada de  
la conducta de particulares  
o non-State actors conforme  
al Sistema Interamericano de 
Promoción y Protección de  
los Derechos Humanos  
Santiago J. Vázquez Camacho

•  La Convención Americana  
sobre Derechos Humanos. 
Reflexiones generales  
Karla I. Quintana Osuna  
Silvia Serrano Guzmán

•  El derecho a participar 
directamente en la toma 
de decisiones sobre  
asuntos públicos  
como mecanismo para  
la protección ambiental 
Andrea Davide Ulisse Cerami

•  Expulsión de extranjeros  
y derecho de asilo en  
el Sistema Interamericano  
Fernando Arlettaz

•  La interpretación de la 
Convención Americana  
sobre Derechos Humanos:  
una revisión desde  
la fragmentación del derecho 
internacional 
Guillermo E. Estrada Adán

•  La pena de muerte en  
el Sistema Interamericano: 
aproximación jurídica-filosófica 
Luis Gabriel Ferrer Ortega  
Jesús Guillermo Ferrer Ortega

•  Ximenes Lopes:  
decisión emblemática  
en la protección de  
los derechos de las personas  
con discapacidad 
Sofía Galván Puente
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Colección Sistema Universal de Protección 
de los Derechos Humanos

•  La Convención contra la Tortura  
y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes  
Rafael García de Alba

•  La Convención sobre  
los Derechos del Niño  
Ana Belem García Chavarría

•  La Convención Internacional 
sobre la Protección de los 
Derechos de Todos  
los Trabajadores Migratorios  
y de sus Familiares 
Julieta Morales Sánchez

•  La Convención sobre  
los Derechos de las Personas 
con Discapacidad 
Diana Lara Espinosa

•  La Convención Internacional 
para la Protección de Todas  
las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas  
Carlos María Pelayo Moller

•  Introducción al Sistema de 
Tratados de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas  
Mireya Castañeda

•  La Declaración Universal  
de Derechos Humanos: 
un texto multidimensional  
Mauricio Iván del Toro Huerta

•  El Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos 
Guadalupe Barrena

•  El Pacto Internacional de 
Derechos Económicos,  
Sociales y Culturales 
Antonio Riva Palacio Lavín

•  La Convención Internacional 
sobre la Eliminación de  
Todas las Formas  
de Discriminación Racial 
Luis Gabriel Ferrer Ortega

•  La Convención sobre la 
Eliminación de Todas  
las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW) 
Gabriela Rodríguez Huerta 
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Colección de Textos 
sobre Derechos Humanos

•  Origen, evolución y positivización 
de los derechos humanos 
Alonso Rodríguez Moreno

•  La evolución histórica de los 
derechos humanos en México 
María del Refugio González 
Mireya Castañeda

•  Estado de Derecho y  
Principio de Legalidad 
Diego García Ricci

•  La protección no jurisdiccional 
de los derechos humanos  
en México 
Mireya Castañeda

•  Derecho Internacional Humanitario  
Luis Ángel Benavides Hernández

•  Panorama general de los DESCA 
en el Derecho Internacional  
de los Derechos Humanos  
Luisa Fernanda Tello Moreno

•  Los pueblos indígenas  
de México y sus derechos:  
una breve mirada 
Moisés Jaime Bailón Corres 
y Carlos Brokmann Haro

•  Aproximaciones teóricas  
al debate contemporáneo  
de los derechos humanos  
Alan Arias Marín

•  La prevención y la sanción  
de la tortura  
María Elena Lugo Garfias

•  La desaparición forzada  
de personas  
Luis Ángel Benavides Hernández

•  Los derechos humanos  
de las víctimas de los delitos  
José Zamora Grant

•  Algunas resoluciones relevantes 
del Poder Judicial en materia  
de derechos humanos 
Rubén Jesús Lara Patrón

•  Aspectos culturales de  
la discriminación a la luz  
de algunos instrumentos 
internacionales 
de derechos humanos 
Karla Pérez Portilla

•  La Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos y la acción 
de inconstitucionalidad de ley 
Javier Cruz Angulo Nobara

•  Los estándares internacionales  
de los derechos humanos: un 
sistema de derechos en acción 
Sandra Serrano

•   Grupos en situación  
de vulnerabilidad 
Diana Lara Espinosa

•  Libertad de expresión  
y acceso a la información 
Eduardo de la Parra Trujillo

•  Presunción de inocencia 
Ana Dulce Aguilar García

•  Derechos humanos de  
los pueblos indígenas:  
el debate colonial y  
las Leyes de Indias de 1681 
Moisés Jaime Bailón Corres
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Colección sobre los Derechos Económicos, 
Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA) 

Colección sobre la Protección
 Constitucional de los Derechos Humanos

•  Los derechos económicos, 
sociales, culturales y 
ambientales (DESCA) como 
derechos exigibles en  
el nuevo constitucionalismo 
latinoamericano 
Aniza García

•  El bloque de derechos 
multiculturales en México 
Karlos A. Castilla Juárez

•  La realización progresiva  
del derecho de las personas  
con discapacidad a vivir de 
forma independiente y a ser 
incluidas en la sociedad 
Sofía Galván Puente

•  Los derechos económicos  
y sociales en Latinoamérica:  
¿la ideología importa? 
Daniel Vázquez

•  Comentarios sobre la tensión 
entre el derecho a la salud  
y el derecho a la libertad 
Antonio Riva Palacio

•  Los derechos económicos, 
sociales, culturales y 
ambientales en el nuevo  
modelo constitucional  
de derechos humanos  
en México 
Armando Hernández

•  La interpretación de los 
derechos humanos y sus 
garantías por la Suprema  
Corte de Justicia. Una 
aproximación jurisprudencial 
Alfonso Herrera García

•  Control jurisdiccional y 
protección de los derechos 
humanos en México 
Rodrigo Brito Melgarejo

•  El derecho de las víctimas de 
violaciones a derechos humanos 
a una reparación integral desde 
la perspectiva de la reforma 
constitucional en materia  
de derechos humanos 
Alejandra Negrete Morayta 
Arturo Guerrero Zazueta

•  De las garantías individuales  
a los derechos humanos:  
¿existe un cambio de paradigma? 
Ximena Medellín Urquiaga  
Ana Elena Fierro Ferráez

•  El artículo 29 constitucional: 
una aproximación general 
Eber Omar Betanzos Torres

•  Asilo y condición  
de refugiado en México 
Abigayl Islas López

•  La armonización legislativa  
del Derecho Internacional 
Humanitario en México 
Armando Meneses
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•  ¿Existe un bloque de 
constitucionalidad en México? 
Reflexiones en torno a  
la decisión de la Suprema  
Corte respecto al nuevo 
parámetro de control  
de regularidad 
Arturo Guerrero Zazueta

•  El reconocimiento constitucional 
del derecho a la igualdad  
entre mujeres y hombres  
en Latinoamérica 
Diana Lara Espinosa

•  ¿Sólo palabras? El discurso  
de odio y las expresiones 
discriminatorias en México  
Karla Pérez Portilla

•  El derecho a ser diferente: 
dignidad y libertad  
María Martín Sánchez

•  La perspectiva intercultural  
en la protección y garantía  
de los derechos humanos  
(una aproximación desde  
el análisis de las controversias 
electorales en comunidades 
indígenas) 
Mauricio Iván del Toro Huerta 
Rodrigo Santiago Juárez

•  Libertad religiosa en México 
Alonso Lara Bravo

•  Los derechos humanos  
de las personas migrantes 
extranjeras en México 
Karlos A. Castilla Juárez

•  La acción de 
inconstitucionalidad  
como mecanismo de protección 
de los derechos humanos 
Rodrigo Brito Melgarejo

•  Control de convencionalidad. 
Fundamentos y alcance.  
Especial referencia a México 
Zamir Andrés Fajardo Morales

•  Eficacia constitucional  
y derechos humanos 
Armando Hernández Cruz

•  Gobernanza en derechos 
humanos: hacia una eficacia  
y eficiencia institucional 
Luis Eduardo Zavala de Alba
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Panorama general de los DESCA
en el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos

Luisa Fernanda Tello Moreno
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COLECCIÓN 
DE TEXTOS SOBRE Derechos 

  Humanos

Luisa Fernanda Tello Moreno

Licenciada en Derecho por la UNAM, con 
estudios de Maestría en Derechos Hu-
manos en la Universidad Iberoamerica-
na. Se ha desarrollado profesionalmente 
en la CNDH desde 2001, donde fue ase-
sora en la Primera Visitaduría General. A 
partir de 2005 se incorporó como inves-
tigadora al Centro Nacional de Derechos 
Humanos, área de investigación acadé-
mica, donde publicó el libro El acceso al 
agua potable como derecho humano, así 
como diversos artículos y trabajos en la 
revista Derechos Humanos México. 
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